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Posición de las 
Comunidades Autónomas 
en la política de uso 
del territorio 

L
as Comunidades Autónomas de­
sempeñan, tras la implantación la 
vigente Constitución de 1978, un 

papel central en relación con las políti­
cas de uso del territorio -en su sentido 
más amplio- y en materia de vivienda. 
la justificación de la atribución de este 
papel puede encontrarse en dos órde­
nes de factores: 

• Por un lado la instancia regional 
aparece como un nivel adecuado para 
servir de elemento aglutinador de las 
políticas sobre el territorio, a través de 
la Ordenación del Territorio (l) c·>. 

• Por otro lado, hay que resaltar el 
hecho de la inexistencia de una política 
de ordenación del territorio tal cual, en 
el momento d e la elaboración de la 
Constitución, lo que constituía al urba­
nismo como única actividad pública de 
racionalización del uso del territorio. 
Situación que, por el contrario, nunca 
significó una real y plena absorción de 
esta competencia de la ordenación del 
territorio, por lo que la solución se plas­
mó, simplemente en la superposición 
sobre el territorio de las diferentes polí­
ticas que precisan de este recurso para 
su realización (2). 

• Por último, el marcado carácter in-

(*) Ver notas al final del artículo. 

fraestatal de los procesos d e decisión 
sobre el territorio -fundamentalmente 
referidos a las competencias locales de 
elaboración del planeamiento (3)-, a 
pesar de la aparición o consolidación 
de figuras destinadas a garantizar la co­
ordinación con la acción territorial del 
Estado, pero que nunca llegaron a ser 
utilizados (4). 

El carácter marcadamente local d e 
las competencias urbanísticas -como 
ya hemos dicho, único sistema en el que 
realmente se abordaba la racionaliza­
ción del uso del territorio- hacía de los 
nuevos poderes regionales instancias 
especialmente apropiadas para asumir 
compete ncias en la materia. Y así lo 
acredita el hecho de que ya desde los 
propios regímenes preautonómicos, los 
cuales recibirán entre las primeras 
competencias transferidas por el Esta­
do, las relativas al urbanismo (5). 

Esto resulta confirmado en la Cons­
titución al recogerse entre las materias 
en las que las Comunidades Autónomas 
podían asumir competencias, la orde­
nación del territorio, el urbanismo y la 
vivienda. Concretamente, el artículo 
148.1.3 ª indica: 

«Las Comunidades Autónomas podrán 
asumir competencias en las siguientes ma­
terias: 3ª Ordenación del territorio , 
medio ambiente y vivienda.» 
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la centralidad de la posición de las 
Comunidades Autónomas en la materia 
resulta más clara si se observa cómo en 
el artículo 149.1 CE no se contiene re­
serva constitucional expresa de compe­
tencias en la materia en favor del Estado. 

Esta s ituación ha s ido determinante 
para que los Estatutos de Autonomía 
tendieran a ocupar de forma exhaustiva 
el espacio normativo correspondiente a 
tales competencias, bien con el carácter 
de exclusivas (6), o bien con carácter de 
competencia plena (7). El resultado de 
este esquema de distribución de com­
petencias ha sido el reforzamiento de 
ese papel central de las Comunidades 
Autónomas en estas materias, sobre to­
d o cuando se pone en relación con 
otros títulos como el de gestión del Me­
dio Ambiente, obras públicas de interés 
para la Comunidad Autónoma, ferroca­
rriles y carreteras que discurran por el 
territorio de la Comunidad, puertos y 
aeropuertos no comerciales, agricultura 
y ganadería, montes y aprovechamien­
to forestales, etc (8). 

En conclusión, las Comunidades Au­
tónomas se erigen en instancias compe­
tentes para definir la política de uso del 
territorio en general y del suelo (enten­
dido como territorio observado desde 
el punto de vista urbanístico), y además 
de la vivienda. 



Ahora bien, la atribución de tales cla­
ra e inequívocas competencias a las Co­
munidades Autónomas n o pueden 
ocultar la complejidad de la interven­
ción en la materia. 

Esta complejidad es consustancial a 
la intersección de una poütica horizon­
tal, es decir, dirigida a la contemplación 
del uso de un recurso de forma global, 
y la intervención sectorializada que 
proyecta sus efectos sobre el territorio, 
que no ha podido ser resuelta hasta la 
fecha, y que ha sido objeto de una gran 
conflictividad jurídica que ha tenido in­
cluso su reflejo constitucional (9). 

El principal factor de dificultad de 
este problema reside en la concurren­
cia simultánea sobre el territorio de di­
ferentes intereses, tutelables juríd ica­
mente, cuya jerarquía no puede esta­
blecerse de una forma uniforme e 
incondicionada, en la medida que son 
amparados por bienes y valores consti­
tucionales. 

Así, pese a que efectivamente, el ar­
tículo 4 7 de la Constitución haya esta­
blecido un derecho a una vivienda dig­
na, como principio rector de la política 
económica y social, para cuya consecu­
ción se autoriza, desde la Constitución, 
a la regulación del uso del suelo -técni­
ca básica en las políticas de interven­
ción sobre el territorio- hay que con­
cluir que éste valor, el de la vivienda no 
es más que uno de los posibles usos a 
que puede ser destinado una porción 
del territorio. Por otro lado, el territorio, 
constituye un recurso natural y escaso, 
por lo que es de aplicación lo previsto 
en el artículo 45 .2 CE que preceptua su 
utilización racional -es decir, contem­
plando su mejor utilización en función 
de los intereses en presencia, no sólo en 
fu nción de las necesidades de vivien­
da- preservando tanto la calidad de vi­
da como el medio ambiente. 

De ello puede deducirse la radical di­
ferencia estructural entre la Ordena­
ción del territorio y el Urbanismo y la 
competencia de vivienda, dado el ca­
rácter horizontal y vertical, que osten­
tan, respectivamente, dichas políticas. 

Ello va a permitir su análisis por sepa­
rado en el presente trabajo. 

Ahora bien, pero incluso dentro de 
los apartados competenciales la solu­
ción no puede sino que ser compleja. 
Así, su p retensión de punto o nódulo de 
condensación y coordinación de los di­
ferentes intereses necesitados de uso de 
suelo, y de las políticas y competencias 
que los amparan, determina que el ejer­
cicio de las competencias de Ordena­
ción del Territorio y Urbanismo afecten 
y se vean efectuadas p or otras compe­
tencias, cuyas necesidades es preciso 
coordinar e incorporar. Esta recíproca 
interferencia pone de manifiesto: 1 ° 
que junto con las competencias de or­
denación territorial y urbanismo con­
curren otras competencias, algunas in­
cluso de un marcado ca rácter territo­
rial, que deben ser tenidas en cuenta en 
el momento de su ejercicio; 2° que, la 
plasmación concreta de las políticas ho­
rizontales precisa de la utilización de 
técnicas (por ejemplo, las que constitu­
ye en utillaje jurídico común de la actua­
ción de las Administraciones Públicas 
(10)) e instituciones (tales como la pro­
piedad , los d erechos reales, etc. ( l 1 )) 
cuya regulación puede estar reservada 
al Estado; 3° configuran estas compe­
tencias como un punto de coordinación 
de políticas sectoriales entre sí, y con 
las necesidades de gestión de recursos 
- el territorio, el suelo, precisamente 
los que constituyen el objeto de dicha 
política horizontal- que ha de ser ra­
cionalizada por motivo de su carácter 
necesario y escaso(l2). Esta última afir­
mación, pone de manifiesto, a su vez, 
otro nivel o dimensión de complejidad 
en la medida en que pueden sustantivi­
zarse diferentes perspectivas de trata­
miento general de los recursos y que 
puede determinar la concurrencia de 
otras políticas y competencias, s ingu­
larmente: a) la de Medio Ambiente, ma­
teria en la que el Estado tiene reconoci­
da constitucionalmente la competencia 
exclusiva sobre su legislación básica 
(artículo 149. 1.23 CE (13)) y b) la polí­
tica de desarrollo regional, cuyas bases, 

como parte de la ordenación general de 
La economía, se encuentran igualmente 
reservadas al Estado (artículo 149.1.13 
CE). Estas interferencias tienen un in­
negable alcance práctico: 1 °, porque 
configuran a la Ordenación del Territo­
rio y el urbanismo como un punto cons­
tante de cruce de intereses públicos que 
exige la incorporación de técnicas que 
permite una adecuada coordinación en 
el proceso de toma de decisión sobre 
dichos bienes (participación, informes, 
etc.); 2° establecen un marco de com­
petencia) menos p reciso, como lo de­
muestra el hecho de que a pesar de la 
posición de las Comunidades Autóno­
mas en relación con los temas que tra­
tamos, el Estado haya dictado una Ley 
de medidas urbanísticas y un Texto re­
fundido sob re urbanismo (14). 

Este cruce de competencias ha legiti­
mado que el Estado acometería la refor­
ma y renovación de la legislación urba­
nística pese al innegable carácter auto­
nó mico de la competenc ia, lo que 
permite tomar una cabal comprensión 
de la complejidad de la materia (15). 

Análogas co nsideraciones, pueden 
hacerse respecto de la competencia au­
tonómica sobre la vivienda, la cual se 
encuentra condicio nada por la activi­
dad del Estado en la misma, justificada 
en el enorme peso que tiene el sector de 
la construcción en la economía ( 16). 

El objeto principal del presente tra­
bajo es analizar la actividad normativa 
de las Comunidades Autónomas desde 
el momento de la asunción de compe­
tencias en la materia. Sin embargo, con 
anterioridad al análisis descriptivo de 
esta actividad resulta necesario realizar 
algunas puntualizaciones con carácte r 
general. 

• . La exposición se va a producir en 
lo referente a O rdenación del Territorio 
y Urbanismo d esde la perspectiva del 
uso del territorio. Esto significa, que se 
parte d e una concepción en la que el 
Urban is mo se e rige en un subsector 
desde la perspectiva del uso del territo­
rio, caracterizado por regular su utiliza­
ción en asentimientos urbanos. 
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• La anterior perspectiva no consti­
tuye sólo una opción metodológica sino 
que se coloca perfectamente en línea de 
la acción de las Comunidades Autóno­
mas en la materia en las que por diver­
sas causas a las que más adelante se alu­
dirán, han abordado la Ordenación del 
Territorio desde la platafo rma que ofre­
cía el Derecho urbanístico, como políti­
ca cuyo instrumental jurídico se encon­
traba más ensayado. 

• Ello provoca que respecto de la nor­
mativa que analizamos, hasta la fecha, se 
haya producido una legislación, por las 
Comunidades Autónomas, que podría 
calificarse de estratégica, más que gene­
ral, dirigida a desarrollar una política sus­
tantiva propia sin altera~ en general, has­
ta la aparición de la reforma estatal de la 
legislación urbanística, los mecanismo 
básicos de intervención en la materia(l 7). 

Tales son las líneas fundamentales 
que estructura el presente trabajo, que 
se proyectan, en su aspecto sustantivo, 
en dos grandes apartados : 

Uno. La articulación d e una organi­
zación propia y específica a través de la 
que se pudiera abordar el ejercicio de 
las Competencias Urbanísticas. 

Dos. La articulación de medidas que 
permiten a las Comunidades Autónomas 
realizar una política propia en materia 
del uso del territorio, a través del (a Ur­
banismo - mediante el refuerzo y conso­
lidación de algunas instituciones recogi­
das en al legislación general del Estado, el 
establecimiento de nuevas técnicas de 
acción y, eventualmente, la sustitución 
del ordenamiento estatal por uno pro­
pio- y b) la Ordenación del territorio. 

Legislación autonó1nica 
relativa a la organización 
urbanística. 

La articulación de una organización 
para la gestión de la actividad urbanísti­
ca y territorial de las Comunidades Au­
tónomas es una lógica primera conse­
cuencia de la asunción misma, por éstas, 
de competencias sobre la actividad ur-

banística y territo rial. Tanto es así, que el 
proceso de diferenciación orgánica en la 
materia es, incluso, anterior a la vigencia 
de los estatutos de autonomía (18). 

En la actualidad, la organización ur­
banística autonómica se proyecta sobre 
dos grandes aspectos: 1 °. la organiza­
ció n propia d e órganos y o rganiza­
ciones autonómicos que actúan en el 
ámbito urbanístico, 2 ° el estableci­
miento de formas de coordinación y ar­
ticulación de la actividad urbanística y 
de uso del territorio en el ámbito de la 
correspondiente autonomía y con suje­
tos no públicos 

Organización propia en materia 
urbanística. 

La intervención de las Comunidades 
Autónomas, en relación con la configu­
ración de su propia organización urba­
nística y territorial responde, con ca­
rácter general a las pautas antes indica­
das. Inicialmente, y en gran medida 
inducido por el proceso mismo d e 
transferencias y por la falta de madurez 
de la Ordenación del Territorio, la con­
figuración de una organización propia a 
través de la que se pudieran ejercer es­
tas competencias, se ha realizado sobre 
el modelo de organización estatal, la 
cual es adaptada, cuando no reproduci­
da. En dicho modelo, se preveían unos 
órganos centrales -Ministerio del ra­
mo, y Comisión Central de Urbanismo 
( 19)- y otros periféricos entre los que 
destacan las la Comisiones Provinciales 
de Urbanismo (20). 

Tal esquema se ha reproducido en la 
práctica totalidad de las Comunidades 
Autónomas, en las que, sin perjuicio de 
aquéllos instrumentos de ordenación 
que por su carácter regional y global 
son aprobadas por el Gobierno autonó­
mico correspondiente, las competen­
cias, hasta ese momento ejercido por el 
Ministerio de Obras Públicas, pasan a 
ser ejercidas por el responsable de la 
Consejería competente por razón de la 
materia (21 ). Al lado de esta organiza­
ción activa central se articula un ó rgano 
consultivo de carácter central y general, 

existente en todas las Comu nidades 
Autónomas menos en Valencia (22), que 
viene a ejercer las funciones que en la 
legislación del suelo se atribuía a la Co­
misión Central de Urbanismo estatal. 
La concreción de esta organización, de­
pende de la estructura uniprovincial o 
pluriprovincial de la Comunidad Autó­
noma ya que, mientras en el primer ca­
so, en general, estas funciones serán 
asumidas por las anteriores Comisio­
nes Provinciales de Urbanismo (23), en 
el caso de las segundas requerirá lacre­
ación de un nuevo órgano y la regula­
ción de su estatuto (24 ). También puede 
reseñarse los supues tos de acumula­
ción del tratamiento de las cuestiones 
urbanísticas con otras políticas, tam­
bién horizontales, al unir dentro de un 
mismo órgano las competencias urba­
nísticas y la de Medio ambiente u Orde­
nación del territorio (Aragón, Asturias 
y Madrid hasta 1985) (25) o el Medio 
Ambiente (Madrid , d esde 1985 (26), 
Navarra (27)). 

La organización periférica se articula 
a través de órganos semejantes y here­
deros de las anteriores Comisiones Pro­
vinciales de Urbanismo. La normativa 
autonómica se ha limitado, en general a 
adaptar su compos ición interna para 
dotarlas del sentido autonómico que les 
corresponden a la vista del peso de las 
Comunidades Autónomas en materia 
de Urbanismo (28), o bien a las peculia­
ridades derivadas de su o rganización 
territorial derivada de su insularidad, 
en los caso de Baleares y Canarias (29), 
o de la necesidad de dar respuesta a 
problemas específicos, como es el caso 
de Navarra con la creación de subcomi­
siones de carácter comarcal (30). 

En resumen, puede decirse que en el 
ejercicio de su facultades de autoorga­
nización , las Comunidades Autónomas 
no han alterado substancialmente el es­
quema previsto en la legislación del 
suelo, con la sola excepción, en lo que 
se refiere a su organización periférica, 
del País Vasco a la vista de su peculiar 
articulación territorial con los Territo­
rios Históricos (31 ). 
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Esta falta de originalidad, es también 
detectable a nivel funcional en la que la 
actividad normativa de las Comunida­
des Autónomas se ha limitado a la crea­
ción de Organismos Autónomos, Socie­
dades de Gestión Urbanística y Socie­
dades de construcción (32). 

Esta posición de inercia tiene una 
justificación múltiple: a) en primer lu­
gar, la escasa innovación operada sobre 
la normativa sustantiva, justificada a su 
vez, en la polémica sobre el grado de 
disponibilidad que sobre las institucio­
nes urbanísticas tienen las Comunida­
des Autónomas -a la que nos hemos 
referido con antelación-, y b) en se­
gundo lugar, la articulación misma del 
proceso de transferencias que al reali­
zarse por competencias y no por blo­
ques orgánicos ha determinado la re­
producción en pequeño de la organiza­
ción estatal. 

Coordinación de la actividad 
urbanística con otras 
Administraciones Públicas. 

Las amplias competencias que las 
Comunidades Autónomas asumen so­
bre el territorio no significan la absor­
ción de toda potestad de decisión so­
bre su uso. Junto con estas entidades 
concurren otras, igualmente públicas, 
que precisan de su uso para satisfacer 
los intereses públicos cuya gestión tie­
nen encomendadas. Dicha concurren­
cia en la gestión del territorio, no sólo 
se produce desde la condición de 
usuarios del territorio, sino también 
en cuanto titulares de las potestades de 
administración horizontal de este re­
curso o de competencias estructuran­
tes y configuradoras del territorio. En 
la medida en que la economía consti­
tucional de distribución de competen­
cias impide la traslación de hecho de 
las competencias de unas entidades a 
otras, y favorece las técnicas de articu­
lació n entre las actuaciones concu­
rrentes de las diferentes Admin istra­
ciones Públicas sobre un mismo obje­
to, resulta comprensible que sea 
necesaria la necesidad de proceder a 

un articulación entre estas competen­
cias. Dicha articulación, se realiza res­
pecto d e los otros dos niveles de go­
bierno territorial reconocidos en la 
Constitución. 

Articulación de las políticas estatal y 
autonómica del uso del territorio. 

En relación con el Estado, eliminada 
por la STC 76/1983, de 5 de agosto, la 
fórmula de articulación del ejercicio de 
competencias que afecten al uso del te­
rritorio y al aprovechamiento de los re­
cursos naturales, previstas en el Proyec­
to de Ley Orgánica de Armonización 
del Proceso Autonómico, la coo rdina­
ción entre las actuaciones territoriales 
del Estado y de las Autonomías ha que­
dado confiado a fórmulas de composi­
ción de intereses ad hoc (STC 77 / 1984, 
de 3 de julio). 

Existe la tendencia en la legislación 
estatal de predeterminar la resolución 
del balance de los intereses en presen­
cia de las necesidades de políticas de su 
competencia, co n indudable carácter 
territorial a través de instrumentos de 
«protección y gestión» de bienes e in­
fraestructuras cuyo contenido vincula 
los demás instrumentos de ordenación 
territorial (33), y cuya constitucionali­
dad ha rechazado el Tribunal Constitu­
cional cuando dichos mecanismos se 
dirigen a anular la correspond iente 
competencia autonómica. 

De este esquema se deduce que, el 
principio general, es la articulación me­
diante técnicas funcio nales de colabo­
ración utilizables en cada caso, formali­
zados a través de la fórmula del informe 
(34), sin perjuicio de su consolidación 
en las fórmulas de colaboración previs­
tas en nuestro ordenamiento (35), y sin 
perjuicio del establecimiento de formas 
extraordinarias de actuación para el ca­
so de conflicto (36). 

Una notable excepción lo constitu­
yen las Comisiones Provinciales de Ur­
banismo que pueden jugar un papel de 
coordinación en esta materia al hilo de 
la presencia de representantes del Esta­
do en la misma (37). 

Articulación de competencias 
respecto de las Entidades que se 
integran en la Administración Local. 

Más pormenorizada y más compleja, 
es la regulación de la articulación con 
las Entidades Locales. 

En este ámbito, las Comunidades go­
zan de un más amplio margen de movi­
miento a través de la confluencia de di­
versos títulos competenciales, que ade­
más, como ya se dejó indicado, sirven 
de base para la construcción de una po­
lítica territorial propia y específica. Así, 
junto con a) las amplias competencias 
reconocidas a las Comunidades Autó­
nomas en la configuración de la acción 
urbanística (38), b) la competencia 
igualmente reconocida de desarrollo de 
la legislación básica del Estado dictada 
en materia de régimen local (39) y c) el 
modelo constitucional de auto nomía 
local y su concreción a través de la Ley 
7 / 1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local(40), entendida, 
en su núcleo, como una garantía de par­
ticipación en la gestión de los intereses 
propios, sin perjuicio de la especifica­
ción que de las mismas se haga en la le­
gislación sectorial. Por otro lado, la in­
tervención sob re el escalón local de Ad­
ministración resulta forzoso, toda vez 
que ésta constituye la instancia de ges­
tión urbanística por excelencia, por lo 
que la integración de sus actividades en 
una política territorial es indispensable. 

Por ell o, esta posibilidad de operar 
tanto en el plano sustancial de la utiliza­
ción del territorio, como en el formal de 
configuración del régimen local en el 
ámbito de su territorio, no significa, sin 
embargo, que la Comunidad Autónoma 
adquiera una competencia absoluta en 
esta materia sino que deberá respetar 
una ámbito de espacio de autonomía lo­
cal que permita reconocer a esta instan­
cia de gobierno como autónoma y en el 
respeto del modelo general de con figu­
ración y relaciones entre las distintas 
Administraciones Públicas. 

Como principales realizaciones en 
esta materia cabe citar: 

• La legislación de coordinación de 



las actuaciones locales terri toriales y que 
habilita a las Comunidades Autónomas 
que la dictaron la posibilidad establecer 
una planificación general de la implanta­
ción de infraestructuras y obras vincu­
lantes para dichas entidades(41). 

• la definición de instrumentos pro­
pios de articulación de políticas territo­
riales propias reflejadas entre otros as­
pectos, en l ) el establecimiento de ins­
trumentos de ordenación territorial de 
ámbito supramunicipal, igualmente 
vinculantes para las Entidades Locales 
(42), 2) la atribución en el ejercicio de 
estos instrumentos de competencias 
urbanísticas directas. 

• la creación de instituciones locales 
y autónomas de a rticulación de fe nó­
menos de ámbito supramunicipal (43). 

• Establecimiento de mecanismo de 
supervisión (44) y substitución de la acti­
vidad urbanística de los Ayuntamientos, 
para el caso de inactividad de éstos (-f5)­
a lo que se aludirá más adelante-. Igual­
mente, es posible detectar fórmulas de 
colaboración autonómica al ejercicio de 
las potestades locales en materia de pla­
neamiento en forma de servicios de apo­
yo a la acción urbanística de los munici­
pios (46), tanto en materia de disciplina 
(47), como de gestión (así, por ejemplo la 
normativa navarra sobre formación de 
patrimonios municipales del Suelo (48), 
seguimiento del planeamiento (49). 

Aunque de forma más tímida, es po­
sible encontra r en la normativa autonó­
mica, algunos supuestos de descentrali­
zación (50), aunque la integración de las 
actividades de las Entidades Locales se 
consigue a través de los ya ci tados ins­
trumentos. 

Estableci1niento de 
instru1nentos jurídicos 
propios en n1ateria de 
U rbanisn10. 

Las peculiares condiciones en las que 
se produce la asunción de competencias 
por las Comunidades Autónomas deter­
minó, como ya se ha indicado, una ten-

ciencia a la utilización de los mecanismo 
vigentes en la legislación del Suelo más 
que a la formulación alternativa de tex­
tos legales que sustituyeran por comple­
to la legislación del Estado. Ello ha de­
terminado que en su mayor parte, y por 
el momento, no se hayan producido re­
gulaciones completamente nuevas de 
Urbanismo, y aún las existentes, se limi­
ten a recoger los postulados fundamen­
tales de la legislación estatal. 

• Así lo acredi tan las diversas dispo­
siciones dictadas para la actuación del 
nuevo marco legal surgido de la reforma 
de la legislación urbanística estatal de 
1990-1992 por ejemplo, mediante el 
establecimiento de un Derecho de Tan­
teo y retracto sobre suelo y edificacio­
nes (así Asturias, Nava rra, Cantab ria 
(51)) ó fijando los plazos y la forma de 
adaptación a dicho régimen urbanístico 
(Navarra (52)). 

• Pero además, es posible detectar 
instrumentos de actuación propios, co­
mo es a) la posibilidad de constitución 
de reservas regionales de Suelo, me­
diante exp ropiación (Asturias, Canta­
b ria (53)); b) atribución de competen­
cias específicas y propias para la gene­
ración de actuaciones urbanísticas 
propias -sin perjuicio de las que se de­
rivan de la competencia de O rdenación 
del Territorio- (Astu rias, Cantabria, 
Navarra (54)); c) incremento de los me­
dios tendentes a garantizar la calidad de 
los instrumentos de acción sobre el te­
rritorio (Navarra (55)); d) dete rmina­
ción y ordenación del modelo de creci­
miento urbano (Navarra (56), sin perjui­
cio de lo que más adelante se dirá, en 
torno a la Ordenación del Territorio); e) 
establecimiento de regímenes específi­
cos de valoraciones en el régimen de 
expropiaciones (País Vasco y Navarra 
(57)); f) estab lecimiento de procedi­
miento específicos para el estableci­
miento de usos especiales (58); o g) re­
gulación balear de las condiciones de 
recepció n de la urbanización por los 
Ayuntamientos (59). 

Para terminar dentro de este aparta­
do, hay que dar noticia de los escasos 

pero existentes ejemplos de pequeñas 
reformas en la legislación autonómica. 
Tal es el caso del llamado «sistema de 
actuación de urban ización dife rida», 
previsto en la legislación canaria, por la 
que se configura la posibilidad de acor­
dar mediante co nvenio la realización 
paulatina y simultánea de la edificación 
y urbanización (60). La legislación foral 
navarra prevé un sistema de ejecución 
forzosa dirigido a superar los p roble­
mas que respecto de la gestión privada 
de polígonos puede derivarse de la ne­
cesidad de obtener la adhesión de un 
enorme número de propietarios por su 
viabilidad (61). 

Sin embargo, las innovaciones más 
importantes de carácter sustantivo, son 
las constituidas por la creación de ins­
trumentos que pe rmitieran articular 
una política urbanística propia. Dicha 
política tiene reflejo en la legislación de 
regulación del suelo no urbanizable (62). 

Disciplina Urbanística. 
La normación autonómica (63) en ma­

teria de disciplina urbanística tiene una 
doble justificación: l 0

, el deficiente apa­
rato sancionador previsto en la Ley del 
Suelo que intentó ser paliada por el Re­
glamento de Disciplina Urbanística, al­
gunos de cuyos preceptos fueron discu­
tidos, desde el punto de vista del prin­
cipio de legalid ad, por carecer de la 
necesaria cobertura legal (64); 2° la en­
démica situación de incumplimiento de 
la legalidad urbanística (65). 

Por esta razón, no es de extrañar que 
la legislación urbanística autonómica, 
desde su raíz se dirigiera a: 

• En primer lugar, potenciar los ins­
trumentos de control previo de la lega­
lidad de las actuaciones urbanísticas. 
Asl la legislación autonómica ha dis­
pensado una especial atenció n al régi­
men de las licencias urbanís ticas, a) 
aco metiend o una configuración más 
precisa de los instrumentos estableci­
dos por la legislación general del Esta­
do para esta finalidad (licencias, órde­
n es de ejecución, etc.) (66), b) precisan­
do y extendiendo e l ámbito de 
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operaciones sometidas al requisito de 
previa licencia (67), c) regulando el pro­
cedimiento de obtención y los elemen­
tos que deben constar en la misma (68), 
d) reforzando el control sobre la exis­
tencia y regularidad de la licencia (69) y 
e) en definitiva, estableciendo supues­
tos específicos que garanticen el cum­
plimiento de las determinaciones en 
aquellos tipos de actuación en los que 
se produce una mayor indisciplina (70) 

• En segundo lugar, perfecciona­
miento del régimen de reacción frente a 
las irregularidades urbanísticas, ya es­
tén o no amparadas mediante licencia 
(71), impidiendo su continuación (72) y 
potenciando las técnicas de restaura­
ción de la legalidad (73). También es ob­
jeto de especial atención, dentro de es­
te apartado, el régimen sancionador en 
el que de forma principal la atención de 
las Comunidades Autónomas va dirigi­
da a tipificar legalmente las infracciones 
y demás elementos del ejercicio de esta 
potestad (74), así como la situación de 
régimen transitorio que significa el régi­
men de fu era de ordenación (75), y la 
configuración de medidas de garantía 
del cumplimiento de las finalidades ur­
banísticas (76), sin perjuicio de que de 
forma indirecta puedan jugar un papel 
de prevención general.. 

• También hay que destacar los im­
portantes esfuerzos dedicados a la co­
ordinación entre la legalidad urbanísti­
ca e instrumentos de seguridad del trá­
fico inmobiliario y registro (77), una 
verdadera asignatura pendiente de la le­
gislación urbanística, a través del esta­
blecimiento del deber de exigir los co­
rrespondientes títulos jurídicos de legi­
timación de operaciones urbanísticas 
para autorizar o inscribir los títulos de 
tráfico con ellos relacionados. 

• En tercer lugar se aborda la defini­
ción de un estatuto de la potestad de 
inspección Urbanística (78). Es esta uno 
de los aspectos olvidados por el legisla­
dor tradicionalmente y no sólo en el 
ámbito urbanístico. En cuanto servicios 
encargados de la vigilancia, averigua­
ción y comprobación del cumplimien-

to de la legalidad urbanística, la existen­
cia de un marco legal de referencia, su­
ficientemente claro se constituye en una 
exigencia insoslayable de la operativi­
dad del servicio. Por ello, la legislación 
autonómica, dentro de las medidas de 
rebosamiento de las potestades disci­
plinarias de las Comunidades Autóno­
mas ha procedido a dotar a esta función 
de un estatuto preciso, configurado no 
sólo por las potestades sino por la ex­
plicitación del carácter obligatorio de 
su ejercicio. 

Ordenación del Suelo no 
urbaniza ble. 

El otro ámbito que registra una ac­
tuación más específica por parte de las 
Comunidades Autónomas es la ordena­
ción del suelo no urbanizable. La justi­
ficación de la enorme atención prestada 
por la legislación autonómica reside, a) 
por su creciente importancia urbanísti­
ca (79) y su escasa regulación en la legis­
lación del Estado (80), b) por su cone­
xión con la política ambiental -que se 
produce no sólo a través de las técnicas 
de protección que puede incorporar el 
mismo, sino a través de la preservación 
de este suelo del proceso de urbaniza­
ción- que permite a las Comunidades 
Autónomas una mayor margen de mo­
vimiento, a la vista de la competencias 
que tienen constitucionalmente atribui­
das (81), c) por esto mismo, permite una 
acción territorial de la Comunidad Au­
tónoma, de corrección de la de los mu­
nicipios respecto de la configuración de 
la política urbanística, a través de supo­
testad de elaboración del planeamiento 
(82),y d), por último se cuenta para ello 
con la experiencia que han significado 
las Normas Subsidiarias de ámbito pro­
vincial en las que ya se recogía un régi­
men más diversificado de este tipo de 
suelos 

La legislación autonómica se ha con­
centrado en realizar un régimen más 
completo que la legislación estatal, y así: 

• Ha procedido a establecer un régi­
men más pormenorizado y diversifica­
do del régimen del suelo no urbaniza-

ble, intentando dotar de un régimen ju­
rídico más específico en función del 
uso que a dicho suelo pueda darse . 
Frente a las categorías de suelo no ur­
banizable común y de protección que 
aparecen en la legislación del Estado 
(83), la legislación autonómica recoge 
otra serie de tipologías dedicadas a dar 
respuesta, a la necesidad de incorporar 
usos industriales a este tipo de suelo, a 
localizar infraestructuras y a permitir 
cierto tipo de usos edificatorios (84). La 
finalidad perseguida con esta «califica­
ción» del suelo no urbanizable es lograr 
una más estrecha regulación de este ti­
po de suelo, así como su preservación 
del desarrollo urbano (85). 

• Regulación específica de la inter­
vención en autorización de tales usos 
por parte de la Administración autonó­
mica, de forma más precisa y detallada 
que lo hace el vigente artículo 16 del 
Texto refundido de la Ley del Suelo (86). 

• En algunos casos se produce una 
configuración de regímenes urbanísticos 
específicos, como es el caso de urbanis­
mo rural (87), o de polígonos industriales 
insuficientemente urbanizados (88). 

• Por último, y en la que se puede ca­
lificar como legislación más avanzada so­
bre el particular -la Ley de Valencia 
4/ l 992, de 5 de junio, sobre suelo no ur­
banizable-, procede a realizar un estatu­
to específico para este tipo de suelo (89). 

Formulación de legislaciones 
urbanís ticas propias: el caso de 
Cataluña y el debate abierto a partir 
del Texto refundido de la Ley del 
Suelo de 1992. 

Una excepción a la regulación frag­
mentaria lo constituyen Cataluña y Ga­
licia - más la primera, que la segunda­
en cuanto han intentado dar una res­
puesta general al fenómeno urbanístico 
mediante leyes que agotaran la totalidad 
del espacio de regulación en la materia. 

La Comunidad Autónoma de Catalu­
ña , a través del Decreto Legislativo 
l / 1990, de 12 de julio, procedió a re­
fundir en un sólo texto legal las disposi­
ciones urbanísticas vigentes en Catalu-



ña. Dicha refundición significó la regu­
lación en un texto único de diversas 
normas de procedencia autonómica y 
local. El citado Texto refundido, consti­
tuye una regulación general del urba­
nismo, si bien sobre la base de la legis­
lación urbanística anterior a la reforma 
de 1990 y, consecuentemente del Texto 
refundido surgido de la misma (90). 

La Comunidad Autónoma de Galicia 
se ha limitado a proceder, a través de su 
Ley 11 /1985, de 22 de agosto, a la adap­
tación de la Ley del Suelo a Galicia (91). 
Dicha norma establece medidas desti­
nadas a la mejora de la calidad del pla­
neamiento y coordinación del proceso 
de elaboración de planes con las nor­
mas comarcales. igualmente se aborda 
una regulación específica para la pro­
gramación y ejecución de sistemas gene­
rales (urbanísticos). Además de las referi­
das previsiones relativas al planeamiento, 
la legislación contiene disposiciones di­
rigidas a regular el desarrollo de los nú­
cleos de población -función ésta más 
próxima a la Ordenación del territorio, 
tal y como la concibe la mayoría de la le­
gislación autonómica (92)-, estable­
ciendo un régimen específico para el 
desarrollo de los núcleos de población 
rurales, y la fijación de criterios norma­
tivos de aplicación directa, normativa 
específica relativos al desarrollo del pla­
neamiento y régimen de suelo (espe­
cialmente interesante el apartado relati­
vo al régimen de uso del suelo, de suelo 
apto para urbanizar hasta que no se 
acometa su urbanización (93)), y protec­
ción de la legalidad urbanística. 

Tras la reforma de la legislación esta­
tal de 1990, se ha producido un movi­
miento generalizado en las Comunida­
des Autónomas orientado hacia la pro­
mulgación de legislaciones específicas 
sobre el Suelo, que en la actualidad se 
encuentran, en su mayoría, en fase de 
proyecto (94) y que significan no sólo la 
consolidación de los instrumentos vis­
tos hasta el momento, sino, en su ma­
yoría, la formulación de un enfoque al­
ternativo dirigido a apoyar el peso prin­
cipal del desarrollo urbano en la 

promoción, y la generalización de la ac­
tuación concertada sobre suelo no ur­
banizable (95). 

Ordenación del tenitorio 
Sin embargo, el ámbito en el que se ha 

producido una más decidida interven­
ción ha sido en el marco de la ordena­
ción del territorio. La ausencia de una le­
gislación estatal previa así como la nece­
sidad de dar respuesta a las necesidades 
de coordinación del planeamiento justi­
fican la creciente y significativa impor­
tancia de la legislación autonómica en la 
materia. La normativa dictada por las 
Comunidades Autónomas responde a 
las siguientes características: 

• Articulación de la Ordenación del 
Territorio como una macropolítica ho­
rizontal relativa al uso del territorio, 
considerado globalmente (96). Sin em­
bargo, la Ordenación del Territorio, con 
carácter general va a concentrarse en 
tres aspectos: la protección del Medio 
Físico, la implantación de Las infraes­
tructuras (97) y la regulación del creci­
miento de los núcleos de población (98). 

• Esta función se realiza mediante la 
configuración de instrumentos de or­
denación de carácter territorial (99), ar­
ticulados en forma de Planes, muy pró­
ximos a los de urbanismo. En efecto la 
legislación autonómica establece un sis­
tema jerarquizado de planes que se de­
sarrolla, fundamentalmente en dos ni­
veles: l º) un nivel genérico, de ámbito 
regional y dirigido al establecimiento de 
la estrategia territorial global de La Co­
munidad Autónoma, que reciben muy 
diversa denominación como Directri­
ces de Ordenación territorial (Madrid 
(100), País Vasco y Navarra (101 ), Balea­
res (102)), Directrices generales de or­
denación territorial (Aragón (103)), 
Principado de Asturias ( l 04 ), Cantabria 
(105)), Plan Territorial General (Catalu­
ña (106)), Planes Insulares (Canarias 
(107)) los Planes para la Ordenación el 
Territorio (Andalucía (108)), ;2° y, un 
segundo nivel de carácter más concreto 
dirigido a la ordenación, dentro de las 

determinaciones contenidas en esos 
instrumentos generales, de ámbitos 
más concretos y que igualmente reci­
ben una denominación muy diversa: 
Planes Territoriales Parciales (Cataluña 
y País Vasco ( 109)), Directrices Subre­
gionales (Principado de Asturias (110)), 
Directrices de Ordenación Territorial 
Comarcales (Cantabria), Directrices 
parciales de ordenación terri torial 
(Aragón (l 11)) Planes de Ordenación 
del Territorio de ámb ito subregional 
(Andalucía ( 112)), y Planes territoriales 
Comarcales ( 113) Dentro de este apar­
tado, debe destacarse cómo en Madrid, 
la ejecución de las Directrices de Orde­
nación Territorial se lleva a cabo a través 
de los Planes de Ordenación del Medio 
Físico, que son figuras dirigidas a ejecu­
tar las determinaciones de las Directri­
ces de Ordenación Territorial y a la po­
tencian del Medio (114). 

• junto a esta estructura se prevén 
otros instrumentos de ordenación y 
programación, si bien su previsión no 
es generalizada. En este sentido cabe 
destacar las figuras de articulación de 
políticas sectoriales tales como Planes 
Territoriales Sectoriales (Cataluña y País 
Vasco) (115), Programas de Actuación 
Territorial (Principado de Asturias), 
(116) Planes y Proyectos Sectoriales de 
incidencia supramunicipal (Navarra) 
(117), Programas específicos de gestión 
o Actuación de ámbito territorial (Ara­
gón) (118), Directrices Territoriales Sec­
toriales (Asturias) Directrices de Orde­
nación territorial Sectorial (Cantabria), 
Planes directores sectoriales (Baleares) 
(119), con carácter general, o con carác­
ter más específico, respecto del urba­
nismo como es el caso de Navarra en 
donde se prevé la existencia de unas 
Normas Urbanísticas Regionales (120) 
que pueden ser desarrolladas por unas 
Normas Urbanísticas Comarcales- que 
se conciben como instrumentos de co­
ordinación de La ordenación de diversos 
municipios-) (121 ), o del Medio Am­
biente como es el caso de los Planes de 
Ordenación del Medio Físico (Navarra) 
(1 22), Planes de Ordenación del Medio 
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Natural (Baleares) (123), o las Evaluacio­
nes de Impacto (Principado de Asturias) 
(124 ), o Programas Coordinados de Ac­
tuación (Madrid) (125) o Planes con In­
cidencia en la Ordenación del Territorio 
( L 26). La eficacia y función de estos ins­
trumentos no es homogénea, como pue­
de deducirse de la propia terminología 
empleada para su denominación, pero 
en general, persigue integrar distintos ti­
pos de actuaciones de incidencia sobre 
el terricorio de forma que pueda darse 
virtualidad al mandato de uso racional 
del recurso natural territorio. 

La articulación de la ordenación te­
rritorial, con el urbanismo y sobre el 
resto de las políticas, se realiza a través 
de la pretensión de la sumisión de los 
demás instrumentos de ordenación te­
rritorial o urbanística a las determina­
ciones de la Ordenación terricorial (127) 
-para cuya garantía se prevé incluso la 
posibilidad de subrogación de planea­
miento ( 128)-, así como el estableci­
miento de técnicas de control (129) del 
cumplimiento de tales determinaciones 
y en su caso, sanción (130). Una solu­
ción más matizada se prevé en la legis­
lación madrileña, en la que no todos los 
instrumentos poseen una eficacia igual 
en función del ámbito objetivo sobre el 
que se proyecten (131 ). Estas técnicas 
coercitivas no son las únicas dirigidas a 
garantizar el cumplimiento de las deter­
minaciones previstas en la legislación 
de Ordenación Territorial, y así, junto a 
dichos instrumentos de policía se prevé 
un instrumental directivo, de fomento y 
de orientación para garantizar el cum­
plimiento de la legislación (132). 

Más complejo es lograr la articula­
ción de estos instrumentos de Ordena­
ción del Territorio con la actividad del 
Estado sobre el mismo, más necesaria 
cuando tanto a través de la construcción 
de las grandes infraestructuras, como a 
través de la política regional, se puede 
producir una auténtica articulación de 
un determinado modelo territorial (133). 
En algunos casos, como la legislación 
del País Vasco, se prevé como técnica or­
dinaria, la celebración de conciertos, sin 

perjuicio de la posibilidad de la utiliza­
ción del artículo 1 80 del anterior Texto 
refundido de la Ley del Suelo (134) en ca­
so de conflicto. En este último caso el 
problema es el de la competencia sobre 
la decisión del conflicto, estableciéndo­
se la del Estado para el caso de que éste 
actuara en el ejercicio de competencias 
exclusivas e l 35), la Comunidad Autóno­
ma en todo caso (Murcia) (136). 

Legislación autonómica 
sobre vivienda 

Una de las actuaciones sectoriales 
con mayor incidencia en el territorio es 
sin duda la correspondiente a la mate­
ria de vivienda. Como se ha tenido 
oportunidad de exponer en el inicio del 
presente trabajo, también aquí tienen 
las Comunidades Autónomas reconoci­
da la posibilidad de asumir competen­
cias, lo que, como en el caso del urba­
nismo, también han hecho con carácter 
exclusivo o pleno (137). 

Sin embargo, la dirección de esta po­
lítica reside todavía en el Estado. Esta si­
tuación encuentra su justificación en 
dos tipos de causas: 

• El carácter predominantemente fi­
nanciero que ha adquirido la política de 
vivienda, centrada, prácticamente de 
forma exclusiva en la subvención de 
préstamos ( 138), lo que ha favorecido la 
posición central del Estado habida 
cuenta de su mayor poder económico y 
disponibilidad de fondos. Por otro lado, 
el origen estatal de los fondos determi­
nan algunos problemas sobre la potes­
tad de control sobre el cumplimiento 
del régimen jurídico objetivo que se de­
riva de la percepción de dichas ayudas. 

• Por otro lado, el peso financiero de 
las medidas de política de vivienda so­
bre la economía ha permitido justificar 
la presencia del Estado en este ámbito, 
justificación que ha sido aceptada por el 
Tribunal Constitucional (139). 

• Por último, la otra línea tradicional 
de intervención en nuestro país ha sido 
la acción sobre la oferta de suelo, lo que 
implicaba que: a) en la medida de que 

las decisiones sobre el uso del suelo co­
rresponden al planeamiento urbanísti­
co de elaboración municipal, sea este el 
cauce adecuado para actuar y b) se pro­
duce una desconexión entre una y otra 
política debido al carácter general de las 
previsiones legales sobre la creación de 
esta oferta y el carácter predominante­
mente selectivo de la política financiera. 

Dentro de este ámbito, es lógico que la 
legislación autonómica haya sido más es­
casa. En general, se ha limitado a la pues­
ta en marcha políticas en el ámbito de la 
promoción de vivienda -consistente en 
el ejercicio de la correspondiente activi­
dad industrial, o en su fomento- o bien, 
y sobre todo, actuando sobre la oferta de 
suelo destinado a esta finalidad . 

Dentro del primero de los grupos 
que acaba de mencionarse, pueden in­
cluirse la creación de aquellos organis­
mos autónomos y sociedades que tiene 
por objeto la promoción de suelo o de 
vivienda ( 140). Bien, a través de la pues­
ta en disposición de bienes públicos pa­
ra este tipo políticas (141). 

En el segundo de los ámbitos, la ope­
ración que hay que destacar es que con 
la reforma de la legislación urbanística 
del Estado, operada a partir de 1990, 
han aparecido nuevos instrumentos de 
actuación, como son: 1 ° el reconoci­
miento de las Viviendas de Protección 
Oficial, como tipología urbanística espe­
cífica; 2° ampliación de los mecanismos 
de integración de bienes en los Patrimo­
nios Municipales del Suelo y su especia­
lización y orientación hacia este tipo de 
pollticas, 3° y dentro, de lo anterior, el 
establecimiento de derechos de tanteo y 
retracto sobre las transmisiones de te­
rrenos e incluso de viviendas sometidas 
a algún régimen de protección pública. 

La legislación autonómica, en gene­
ral ha recogido, cuando no contaba con 
anterioridad a la citada legislación, estas 
técnicas. En este sentido, con carácter 
general se establece la posibilidad de 
generar con esta finalidad a) reservas de 
suelo (Asturias ( 142) y Cantabria ( 143)), 
b) fijación de zonas sometidas a los de­
rechos de tanteo y retracto (Asturias 
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(144) y Cantabria (145)), y c) la organiza­
ción de actuaciones prioritarias, que 
entre sus objetivos, se en cuentran di­
chas actuaciones (Asturias (146) y Can­
tabria (147)). 

Sin embargo, también estas técnicas 
se encuentran previstas con carácter es­
pecífico para el ámbito de la vivienda. 

Tal es el caso de Navarra, cuya Ley Fo­
ral 7 /1987, de 8 de j unio, de medidas de 
intervención en materia de suelo y vi­
vienda, está dirigida a regular la inter­
vención de la Administración Pública en 
la promoción y régimen de suelo, inter­
vención en la transmisión de terrenos y 
Viviendas (148) de Protección Oficial, y 
articulación de mecanismos para hacer 
eficaces tales intervenciones, en donde 
se prevén las siguientes medidas: a) agi­
lización del procedimiento de aproba­
ción del planeamiento urbanístico y del 
procedimiento de concesión de licen­
cias, en relación con estos usos (149), b) 
agilización de la ejecución privada del 
planeamiento a través del sistema de eje­
cución forzosa (150) -en el que se reba­
jan los requisitos establecidos por la le­
gislación general para la puesta en mar­
cha y el funcionamiento del sistema- y 
c) determinación de áreas sometidas a 
derecho de tanteo y retracto sobre suelo 
y edificaciones (151). Pero, además de es­
tos instrumentos de actuación, se dedi­
ca una especial atención a las Viviendas 
de Protección Oficial, estableciendo: a) 
una cuota de suelo que deberá dedicar­
se a este tipo de viviendas, b) previsio­
nes específicas para la aplicación de de­
rechos de tanteo y retracto y c) un régi­
men propio y especifico de infracciones 
y sancio nes dirigid as a garantizar las 
medidas anteriores (l 52). 

La legislación del País Vasco, se ha 
circunscrito a: a) establecimiento de 
una derecho de adquisición preferente 
en favor de la Comunidad Autónoma 
respecto de transmisiones respecto de 
las primeras y sucesivas transmisiones 
de Viviendas de Protección Oficial y 
sus anejos ( 153) y b) al establecimiento 
de un régimen de ayudas a la rehabilita­
ción de viviendas (154). 

La legislación canaria (155), constitu­
ye, por su parte, una regulación com­
pleta de la intervención de la Comuni­
dad Autónoma en el sector, que abarca 
a los aspectos orgánicos, con creación 
de una Comisión de Vivienda -órgano 
(156) asesor del Gobierno canario en la 
materia-, y funcionales. Dentro de este 
aspecto se contemplan cuatro sectores : 
a) las Viviendas de Protección Oficial -
que abarca la p romoción, adjudicación y 
autoconstrncción; b) adquisición de vi­
viendas usadas, c) la rehabilitación de 
viviendas y d) la vivienda libre. Como 
mecanismo de racionalización de la ac­
tividad autonómica en materia de vi­
vienda, y la coordinación con el ámbito 
urbanístico, educativo, cultural, sanita­
rio y dotacional, se prevén los Planes y 
programas de viviendas (157). 

A n1odo de conclusión 
De la rápida panorámica que sobre la 

legislación urbanistica, territorial y de 
vivienda elaborada y aprobada por las 
Comunidades Autónomas puede indi­
carse que: 

• El interés de las Comunidades Au­
tónomas se ha concentrado, más bien 
en la adaptación de instrumentos pro­
pios que permitieran la realización de 
una política territorial propia. 

• Consecuentemente, con carácter 
general no se ha producido una gran in­
novación en relación con la legislación 
estatal, aunque si existen innovaciones 
puntuales como puede ser la legislación 
sobre O rdenación del Territorio y la re­
lacionada con el Suelo no urbanizable. 

• Menor aún ha sido la incidencia de 
la legislación autonómica en materia de 
vivienda, en la que salvo los casos de 
Cataluña, Navarra, País Vasco y Cana­
rias, no existe, prácticamente legisla­
ción sustantiva, al respecto. • 

Agustín de Asís Roig 
Profesor Titular de Derecho 

Administrativo. 
Universidad Carlos Til de Madrid. 

Nocas 

(1) L. Parejo Alfonso: Derecho Urbanístico. Ins­
tituciones básicas. Ediciones Ciudad Argentina, 
1986, pp. 183 y ss. Antes en «La Ordenación te­
rritorial; un reto para el Estado de las Autono­
mías», Revista de Estudios de la Administración Lo­
cal y Autonómica, núm. 226 (abril-junio, 1985, 
pp. 209 y SS.). 

(2) Esta imposibilidad de absorción por el u r­
banismo del espacio propio y peculiar de la Or­
denación del Territorio puede justificarse en el 
carácter parcial de la perspecriva urbanística en 
relación con el territorio, especialmente intensa, 
en nuestro país porque: l. 0 esta intervención 
pública se articula alrededor del urbanismo resi­
dencial y del problema de la vivienda (Reciente­
mente L. Parejo, en «Reflexiones sobre la situa­
ción actual y las posibles líneas de refo rma del 
ordenamiento urbanísáco>>, Ciudad y Territorio­
Eswdios Territoriales, vol. l. 3. ª época, núm. 95-
96, 1993, p. 232. Preocupación que como bien 
justifica M. Bassols (Génesis y Evolución del De­
recho Urban!stico Español (1812-1956), Mon­
tecorvo, Madrid, 1972, pp. 63 y ss.) constituye 
uno de los puntos de arranque de la interven­
ción urbanística tal y como hoy se conoce), en 
detrimento de otros posibles usos para los cua­
les el régimen vigente no tiene un tratamiento 
adecuado, 2. 0 la falta de actuación de los instru­
mentos de d irección supramunicipal del urba­
nismo -son fundamen talmente a los Planes Di­
rectores Territoriales de Coordinación introdu­
cidos en nuestro ordenamiento urban!stico con 
la reforma de la Ley sobre el régimen del suelo y 
ordenación urbana de 1956, realizada por la Ley 
19/ 1975, de 2 de mayo, y que se recogerían en 
el articulo 8 del Texto refundido de la citada Ley, 
aprobado por Real Decretol346/l 976, de 9 de 
abril que ha reconducido el establecimiento de 
un modelo territorial en el que el poder de deci­
sión se encuentra sumamente disperso y de pe­
queña escala, y 3. 0 el carácter marcadamente 
municipal de la elaboración de los planes de ur­
banismo como instrumentos operativos de ra­
cionalización del uso de suelo. 

(3) Competencia que aparecen, en todo caso, 
vinculada con el ámbito de competencias pro­
pias de los Municipios en el articulo 25.2 de la 
Ley 7 /1985, de 2 de abril, Reguladora de las Ba­
ses del Régimen Local. 

(4) Planes Directores Territo riales de Coordi­
nación (an. 8 del Texto Refundido de la Ley del 
Suelo) y el Plan Nacional de Ordenación, previs­
to en la Ley de 1956, recuperado por el Texto 
Refundido de 1976. Ambas figuras se conservan 
en el vigente Texto Refundido de la Ley del Sue­
lo aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1992, de 26 de junio. 

(5) Reales Decretos 1385/1978, de 23 de ju­
mo, por el que se traspasan competencias de la 
Administración del Estado a la Generalidad de 
Cataluña en materia de Urbanismo, 1981/1980, 



sobre transferencias de competencias de la Ad­
ministración del Estado al Consejo General del 
País Vasco en materia de Agricultura, Industria, 
Comercio y Urbanismo, 212/1979, de 28 de 
enero, sobre transferencia de competencias de la 
Administración del Estado a la junta de Galic1a 
en materia de urbanismo, 298/ 1979, de 26 de 
enero, sobre transferencia de competencias de la 
Administración del Estado a la Diputación Ge­
neral de Aragón, etc. 

(6) Pais Vasco (an 10.31, LO 3/ 1979, de 18 
de diciembre EPVasco), Cataluña (an. 9.1, LO 
4/1979, de 18 de noviembre ECataluña), Galicia 
(art. 27.3, LO 1/198 L, de 6 de abril-EGalic1a), 
Andalucía (art. 13.8 LO 6/ 1981, de 30 de di­
ciembre-E Andalucía), Asturias (are. 10.1 b) LO 
7 / 1981, de 30 de diciembre- E Asturias), Can­
tabria (an. 22.3 LO 8/ 1981, de 30 de d1c1em­
bre-ECantabria), La Rioja (an. 8.8 LO 3/ 1982, 
de 9 de junio -ERioja-), Región de Murcia (art. 
10.lb), LO 4/1982, de 9 de junio -EMurcia-), 
Valenciana (art. 31.9 LO 5/1982, de 1 de julio -
E Valencia-), Aragón (art. 35. l b) LO 8/ 1982, 
de 10 de agosto- EAragón-), Casnlla-La Man­
cha (art. 31 b) LO 9/1982, de 10 de agosto -
ECastilla-La Mancha-), Canarias (art. 29.11 
LO 10/1982, de 10 de agosto -E Cananas-), 
Navarra (art. 44.l LO 13/ 1992, de 10 de agosto 
-ENavarra-), Extremadura (art. 7.2 LO 
l/ 1983, de 25 de febrero -EExtremadura-), 
Islas Baleares (art. 10.3.2/ l 983, de 25 de febre­
ro- EBaleares), Castilla y León (art. 24.2 LO 
4/ 1983 de 25 de febrero -ECasulla-León-). 

(7) Madrid (art. 26.3 LO 3/ 1983, de 25 de fe­
brero por el que se aprueba el Estaruto de Amo­
nomía de Madrid-EMadrid-). 

(8) Articulo 148. l CE. 
(9) Sentencias del Tribunal Consmucional 

(en adelante STC) 77/ 1984, de 3 de JUiio, y 
227/1988, de 29 de noviembre, y 149/ l 991, de 
4 de julio. 

(10) Artículo 149.1.18 CE. 
(11) Artículo 149 l.18 CE. 
(12) Sobre este parncular, véase L. Parejo (op 

cit.) y en el Manual de Derecho Administrativo, 
escrito con L. Ortega y A. Jiménez-Blanco (2. • 
edición, Anel, Madrid, 1992), pp. 612 y ss. 

(13) Con este apoyo, la jurisprudencia del 
Tribunal Const1tuc10nal ha venido perfilando 
las competencias en esta materia de la siguiente 
forma: 

En primer lugar, el Estado goza, en todo caso, 
de competencia exclusiva para dictar la legisla­
ción básica en materia de medio ambiente (art. 
149 .1.1 23 CE). Esca afirmación, nene importan­
tes consecuencias a la hora de caracterizar el pa­
pel que le corresponde en materia de medio am­
biente: a) Por un lado, el Estado al ejercer su 
competencia como legislador básico, debe pre­
ver la existencia de espacio para que las Comu­
nidades Autónomas que hubieran asumido 
competencias de desarrollo y ejecución tengan 
el margen de movimiento preciso para hacer 

efectiva dicha competencia; b) Sin embargo. y 
por otro lado, lo anterior no excluye la compe­
tencia del Estado para fiJar mínimos de calidad 
ambiental, sean Jos concretos que fueren (es de­
cir, aunque en este caso, no sea posible el ejerci­
cio de potestades de desarrollo STC l 4 7 / 1991, 
4 dejuho 1991, FJ).Y. c) la asunción de la com­
petencia de desarrollo y ejecución de la legisla­
ción del Estado, presupone la asunción de la ges­
uón por lo que en principio el Estado carece en 
este ámb1t0 de legitimación constituc1onal para 
realizar este apode act1v1dades, salvo las que sean 
1mprescmd1bles para garantizar la efecnvidad de 
dichas bases (STC 147/1991, de 4 de JUiio). 

Sin embargo, no todas las Comumdades Autó­
nomas han asumido esta competencia de desarro­
llo y ejecución de la legislación básica, y se limitan 
a la ejecución de la legislación del Estado. Respec­
to de estas Comunidades Autónomas el cuadro es 
muy distinto y, correlativamente, también son dis­
tintas las consecuencias: a) el Estado, respecto de 
estas Comunidades Autónomas desarrolla una 
competencia plena -es decir propia, y sm que, en 
pnncip10 quepa regulación de desarrollo o de eje­
cución; b) la ejecución de esa legislación, corres­
ponde a la respectiva Comunidad Autónoma, ca­
reciendo el Estado de legmmación const1rucional 
para realizar este tipo de actividades salvo en la 
medida en que sean imprescindibles para garan­
tizar la efecovidad de la legislación. 

Por último, en medio ambiente se admite la 
posibilidad de que las Comunidades Autóno­
mas adopten medidas ad1c10nales de protección 
ambiental. La 1ntroducc1ón de este norma de ac­
tuación ha constituido una de las cuesuones más 
debaadas, sobre todo en lo que se refiere a su re­
lación y diferencia con las normas de desarrollo. 

En todo caso, es posible sentar algunas im­
portantes conclusiones. a) por un lado, y pese a 
la evidente d iferencia semántica entre legisla­
ción de desarrollo de una legislación básica y le­
gislación que impone medida de protección, el 
TC ha realizado una labor de progresiva aproxi­
mación hasta equipara v1rcualmeme ambas 
competencias, a la que ya se ha hecho referencia; 
b) En segundo lugar, la posibilidad de adoptar 
medidas adicionales de prorección, presupone 
que la legislación estatal asume un papel de de­
terminación de mímmos de calidad med10 am­
biental, que pueden ser elevados por las Comu­
nidades Autónomas; c) Lo anterior permite que 
haya diferencias entre los niveles de protección 
del med10 ambiente, entre distintas CCAA. 

(14) Ley 8/ 1990, de 25 de juho de reforma 
del régimen Jurídico y valoraciones del suelo, y 
Real Decreto Legislativo l / .1992, de 26 de junio 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley sobre el régimen de Suelo y Ordenación Ur­
bana (TRLS). 

(15) Para un anáhs1s crlnco de los presupues­
tos competenc1ales que según la exposición de 
motivos de la Ley 8/ 1990, de 25 de juho de re­
forma del régimen urbanistico y valoraciones 

del suelo, justifican la reforma, véase L. Parejo: 
Suelo y Urbanismo; el nuevo sistema legal, Tec­
nos, Madrid, 1991, y más resumidamente, con 
alusiones al Texto refundido aprobado por Real 
Decreto Legislativo l/ 1992, de 26 de junio, del 
mismo autor en Manual..., cit. pp. 641 y ss. 

(16) En este sentido ha indicado el Tribunal 
Conslirucional que: «Por lo que se refiere al art. 
149.1.1, éste faculta al Estado para regular las con­
diciones no ya que establezcan, sino que garanticen 
la igualdad sustancial de los españoles en el ejerci­
cio de los derechos constitucionales. Pero esta fun­
ción de garantía básica en lo que atañe al derecho a 
disfrutar de una vivienda digna, es la que puede y 
debe desempeñar el Estado al instrumentar sus 
competencias sobre las bases y coordinación de la 
planificación económica del subsector vivienda y so­
bre las bases de ordenación del crédito. En otros tér­
minos, como declaramos rn nuestra STC 146/ 1986, 
de 25 de noviembre (RTC .1986, 146), «la persecu­
ción del mterés general -en este caso, el relativo a 
la garantía de una vivienda adecuada para todos los 
españoles- se ha de matenalizar «a través de», no 
«a pesar de» los s1Stemas de reparto de competencias 
articulados en la CE» (fundamento Jurídico 3. º),de 
manera que la promoción de la igualdad sustancial 
y la acción est.atal destinada al efecto «debe desple­
garse teniendo en cuenta las peculiandades de un 
sistema de autonomías territoriales» (fur1damento 
jurídico 4. º)» STC 20 de JUiio 1988, Fj. 2. 

Esta fundamentación pone de manifiesto la 
progresiva desnaturalización de la política pú­
blica en este sector, en la medida en que su fina­
lidad espedfica se ve «contaminada» por el cum­
plimiento de los objetivos de la política económi­
ca del Gobierno, lo que explica parcialmente la 
escasa eficacia de dicha política a la hora de ser­
vir a los objetivos consuruc10nales básicos a la 
que responden. Sobre el particular, véasej. Ro­
dríguez: La políaca de v1v1enda de las Comuni­
dades Autónomas en el cuatrienio 1992-1995» 
en Revista Española de Financiación de la Vivienda 
(Primavera, 1990), pp. 11 y ss. 

(17) En gran medida, esta falta de «ongmah­
dad» tiene su justificación en la incidencia del 
urbanismo en la propiadad que justificó el que 
se dudara sobre la posibilidad de que la legisla­
ción pudiera afectar al contenido umforme que 
debiera fiJarse para todo el Estado (Véase, sobre 
el particular F. González Navarro, en Bibhogra­
f!a sobre Derecho Urbanístico. Con un Estudio 
Complementario sobre «Autonomías y Ley del 
Suelo». Montecorvo, Madnd, 1980, pp. 175 y 
ss., también E García de Enterria y L. Parejo Al­
fonso; Lecciones de Derecho Urbanfsnco, 2. ª 
ed. Civnas, Madrid, 1981, p. 177; T.R. Fernán­
dez Rodríguez: Manual de Derecho Urbanístico, 
2. ª ed. Abella, 1981, pp. 34 y ss.; S. Muñoz Ma­
chado: Derecho Público de las Comunidades 
Autónomas, vol. 1, Madnd , 1982, pp 537 y 
538). Sin embargo, tras las Sentencias del Tribu­
nal Constitucional relativas al contemdo de la 
propiedad y las facultades de regulación del po-
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der público respecto de la misma, han dejado 
expedJ!o el camino para el debate sobre los lími­
tes competenciales de las Comunidades Autóno­
mas en la materia que surge con la reforma ess­
cacal de la legislación urbanística. 

(18) Por ejemplo y respecto de Cataluña, véa­
se la legislación del Estado contenida en el Real 
Decreto ) 19/ 1979, de 20 de febrero, que regula 
la composición de las Comisiones provinciales 
de urbanismo de Gerona, Lérida y Tarragona, y 
la Ley 27/ 1979, de 19 de octubre por la que se 
regula la Comisión provincial de urbanismo de 
Barcelona. 

(19) Artículo 207 y ss. del Texto Refundido 
de la Ley del Suelo de 1976. 

(20) En la actualidad, la diferente configura­
ción consmucional de Diputaciones y Ayunta­
mientos impide la traslación pura y simple de 
dicho texto refundido. 

(21) En este sentido pueden citarse, como 
ejemplo los casos de las Comunidades Autóno­
mas de Andalucia (Decretos de la Junta de An­
dalucía 194 y 195/ l 983, de 21 de septiembre, 
21 / 1984, de8 de febrero, 58/ 1987, de 25de fe­
brero, 30/ 1988 de 10 de febrero, 215/1983, de 
19 de octubre, 208/1984, de 17 de julio), Ara­
gón (Decretos de la Diputación General de Ara­
gón, 135 y 209/ l 991 del de agosto, y 26 de no­
viembre respectivamente, y 70/1992, de 28 de 
abnl), etc. 

(22)Decreto de la Generalitat Valenciana 
137/1990, de 30 de JUiio, por el que se aprueba 
el reglamento de los órganos urbanísticos de la 
Generahtat Valenciana. Dichos organismos se 
encuentran enumerados en su artículo 1.0

, en el 
que figuran el Consell de la Generalitat, el Con­
seller de Obras Públicas, Urbanismo y Trans­
pones, las com1s10nes terntonales de urbanis­
mo y el Presidente de estas comisiones. 

(23) En las Comunidades Autónomas uni­
provinciales, dichas competencias son asumi­
das por las antiguas Comisiones Provinciales de 
Urbanismo, ahora con la denominación de pro­
vincial (respecto a la normativa relativa de estas 
regiones véase lo recogido en notas anteriores). 
En el mismo sentido el Decreto del Consejo de 
Gobierno de Cantabria 62/ 1991, de 21 de mar­
zo, de modificación de la composición y funcio­
namiento de la Comisión Regional de Urbanis­
mo, modificado, a su vez por el Decreto de Go­
bierno de Cantabria 145/ 1991, de 1 de octubre. 
Una excepción a esta solución lo constituye la 
Comunidad Autónoma de Murcia en el que las 
competencias de activas o ejecutivas son asumi­
das por los órganos de la Administración central 
de la comunidad, mientras que las competencias 
consuluvas son asumidas por el Consejo regio­
nal de Urbanismo (Ley de la Región de Murcia 
5/ 1986, de 23 de mayo, sobre distribución de 
competencias en materia de urbanismo entre los 
órganos de la Comunidad Autónoma), cuya es­
tructura y funcionamiento se regula por el de­
creto 67/1986, de 24 de julio, sobre estructura y 

funcionamiento del Consejo Asesor Regional de 
Urbanismo de Murcia. Decreto del Gobierno de 
la Comunidad Autónoma de Murcia 4/1 989, de 
unificación de las Comisiones regionales de ur­
banismo de la Rioja y regional de medio am­
biente, modificada por decreto 6/1991, de 14 de 
marzo. De esta tendencia es una excepción la 
Comunidad Valenciana, véase el decreto de Va­
lencia 137/ 1990, de 30 de julio, en la que no se 
crea tal órgano consultivo regional. 

(24) Respecto de las Comunidades Autóno­
mas plunprovmciales, véase: Decretos de la jun­
ta de Andalucía 195/ 1983, de 21 de septiembre, 
modificado por los Decretos de 21/ 1984, de 8 
de febrero, 30/ 1988 de 19 de octubre; Decretos 
de la Diputación General de Aragón 135 y 
209/ l 99 l de l de agosto, y 26 de noviembre 
respectivamente, y D.70/ 1992, de 28 de abril; 
Decreto de la juma de Comunidades de Castilla 
y León 89/ 1983, de 7 de octubre; Decretos de la 
Junta de Casulla-La Mancha 33/ 1984, de 27 de 
marzo, 129/ 1985 de 20 de diciembre; Decreto 
de la Junta de Extremadura, 136/ 1989, de 5 de 
diciembre, modificado por el Decreto 65/ 1991, 
de 23 de julio ; Decreto de la Xuma de Galicia 
63/1993, de 18 de marzo. Decretos del Gobier­
no Vasco 263/ 1990 y 277 / 1992 (cit.). En Cata­
luña, actualmente regulada en los artículos 8 y 9 
del Decreto Legislauvo de la Generalidad de Ca­
taluña l / I 990, de 12 de julio. 

(25) Véase la leg1slac1ón citada en notas ante­
riores a este mismo aparrado. 

(26) Decreto de Madrid 11/ 1985, de 21 de 
noviembre a este mismo apartado. 

(27) Decreto Foral l 48/ 1985, de 17 de julio, 
modificados, por los Decretos Forales 
210/1987, de 5 de noviembre, y 524/1991 de 
25 de noviembre. 

(28) Decretos de la Junta de Andalucía 194 y 
l 95/ 1983, de 21 de septiembre, 21/ 1984, de 8 
de febrero, 58/1987, de 25 de febrero, 30/ 1988 
de 10 de febrero, 215/ 1983, de 19 de octubre, 
208/ l 984, de 17 de julio; Decretos de la Dipu­
tación General de Aragón 135 y 209/ l 991 de l 
de agosto, y 26 de noviembre respectivamente, 
y D.70/ 1992, de 28 de abril ; Decretos del Con­
sejo de Gobierno de Asturias 52/1988, de 14 de 
abril, l 41 / 1991, de 31 de octubre y 64/ 1992, de 
3 de septiembre; Ley de las Islas Baleares 
9/1990, de 27 de JUnio, modificada por la Ley de 
las Islas Balearres l 5/ 1990, de 29 de noviembre; 
Decreto del Gobierno de Canarias 463/ l 983, de 
15 de diciembre; Decretos del Consejo de Go­
bierno de Cantabria 62 y 145/ 1991 , de 21 de 
marzo y l de octubre respectivamente; Decretos 
de la Junta de Comunidades de Castilla y León, 
89/ 1983, de 7 de octubre, 3/ 1984, de 11 de 
enero. 17/1988 de 4 de febrero y 90 y 98/ 1989 
de 31 de ma)ro; Decretos de lajunca de Comu­
nidades de Casulla-La Mancha 33/1984, de 27 
de marzo, 129/1985 de 20 de d iciembre; 
130/1985, de 20 de diciembre; Decreto-legis­
lanvo de la Generalitat de Cataluña l/1990, de 

l 2 de JUiio, por el que se aprueba el texto refun­
dido de la legislación vigente en Cacaluña en ma­
ce ria de urbanismo; Decretos de la junta de Ex­
tremadura 136/ 1989, de 5 de diciembre, modi­
ficado por el decreto 65/1991, de 23 de julio; 
Decretos de la Xunca de Galicia 10/ 1983, de 3 
de febrero, 63/ 1993, de 18 de marzo; Decretos 
del Consejo de Gobierno de Madrid 68 y 
69/ 1983, de 30 de Junio, ll 5/ 1985, de 21 de 
noviembre, 32/1987, de 23 de abril, 51/ 1989, 
de 6 de abril. Decreco del Gobierno Vasco 
263/ 1990, de 2 de octubre, por el que se esta­
blecen las funciones, compos1c1ón y régimen de 
func1onam1ento de la Comisión de Ordenación 
del Termono del País Vasco, modificado por el 
Decreto 277/ 1992, 13 de octubre; Decreto de la 
Generahcat Valenciana 137 /1990, de 30 de julio 
por el que se aprueba el reglamento de los órga­
nos urbanisticos de la Generalitat Valenciana. 

(29) Véase la normativa de Canarias y Balea­
res citadas en notas anteriores. 

(30) Decretos forales 183/1985, para la co­
marca de Pamplona y Decreto Foral 184/1985, 
de 2 de octubre para el Valle del Roncal. 

(3 1) Sobre el sistema de distribución de com­
petencias en el ámbito de la Comunidad Autó­
noma del Pais Vasco, puede consultarse el tra­
bajo de P. Alegre Avila: «Sobre el sentido de la 
distribución de competencias de ordenación del 
territorio y urbamsmo en la Comunidad Autó­
noma del País Vasco», RDU n.0 133, pp 13 y ss. 

(32) Ley de Cataluña 4/1980, de 16 de d1-
c1embre de 1980, por la que se crea el Instituto 
Cacalán del Suelo. Ley del Principado de Asturias 
de 13 de JUiio de 1984, por la que se autoriza la 
creación de una Sociedad Regional de Gestión y 
Promoción del Suelo, en Asturias; Ley de la Co­
mumdad de Casulla y León 5/ 1987, de 7 de ma­
yo de creación de las Sociedades de Gestión Ur­
banísnca de Castilla y León, Valladolid y Zamo­
ra. Ley de Gahc1a 3/1988, de 2 7 de mayo de 
creación del lnsmuto Gallego de Vivienda y sue­
lo; Empresa Pública del Suelo de Andalucía, cre­
ada por decreto de la Junta d e Andalucía 
265/ l 985, de 18 de diciembre, cuyo objeto so­
cial se ha ampliado a la promoción pública de 
actuaciones en materia de vivienda, mediante la 
Ley de Andalucía 5/1990 de 21 de mayo. 

(33) Veánse los artlculos 41.3 de la Ley 
29/ 1985, de 2 de agosto, de Aguas: art. 10 de la 
Ley 25/ 1988, de 29 de julio de Carreteras, 112 
de la Ley 22/ 1988, de 28 de julio, de Costas, y 
más claramente el artículo 19.2 de la Ley 
4/1989, de 27 de marzo de Conservación de los 
espacios naturales y de la flora y fauna silvestre. 

(34) Veánse los artículos 112 y 114 de la Ley 
de Coscas (cHada) y el artículo 10 de la Ley de 
Carrereras, citado. 

(35) Algunas con carácter específico y recogi­
da en la propia legislación de las Comunidades 
Autónomas como es el caso de la posibilidad de 
suscribi r conciertos con el objeto de realizar, de 
forma conjunta, con el Estado, planes territoria-



les o Sectoriales, previstos en la legislación de or­
denación del territorio del País Vasco. 

(36) Como puede ser la contenida en el vi­
gente articulo 244 del vigente Texto Refundido 
de la Ley del Suelo. Dicho modelo aparece re­
producido con algunas variantes en la legisla­
ción autonómica, veánse los articulos 249 del 
Texto Refundido de Cataluña de la legislación 
del Suelo. 

(37) Veáse D de Canarias 463/ 1983, de 15 de 
diciembre. En sentido contrario el D. de Canta­
bna 145/ 1991, de 1 de octubre 

(38) A lo que ya se hizo alusión en el presen­
te trabajo 

(39) «Algunas Comunidades Autónomas, y 
entre ellas la de Cataluña, han asumido la com­
petencia exclusiva en materia de régimen local 
(art. 9.8 del EAC) y, en consecuencia, es a ella a 
la que corresponde la regulación mediante Ley 
de régimen jurídico de las Corporaciones Loca­
les de su territorio (art. 5 del EAC). Esta Ley de­
be ajustarse, sin embargo, a las bases estableci­
das por el Estado, de manera que el régimen JU­
rídico de las Corporaciones Locales, aun en 
aquellas Comunidades Autónomas que, como la 
Catalana, asumen el máximum de competencias 
al respecto, es siempre resultado de la actividad 
concurrente del Estado (en el sentido más estre­
cho del término) y de las Comunidades Autóno­
mas( ... ) Este carácter bifronte del régimen jurldi­
co de las autonomías locales en algunas Comuni­
dades Autónomas, que hace imposible calificarlo, 
de forma unívoca, como «intracomunttano» o 
«extracomunitario», no es contradictorio con la 
naturaleza que a las entidades locales atribuye la 
Constitución, cuyo art. 137 concibe a municipios 
y provincias como elementos de división y orga­
nización del territorio del Estado. Dividido y or­
ganizado también éste, en su mtegndad y sin 
mengua de ella, en Comunidades Autónomas, 
ambas formas de organización se superponen sin 
anularse, y si bien el grado superior de autono­
mía, que es el propio de las Comunidades, les 
otorga potencialmente un poder políuco y admi­
nistrativo sobre los municipios y provincias que 
se incluyen en su termorio, éstas y aquéllos no de­
saparecen, ni se convienen en meras divisiones 
territoriales para el cumplimiento de los fines de 
la Comunidad, aunque puedan cumphr también 
esta función.» FJ 4.0 de la STC 84/ 1982, de 23 de 
diciembre 1982. En el mismo sentido las STC 
l 70/1989 y 214/1989, de 19 de octubre y 2l de 
diciembre, respectivamente. 

(40) Fundamentalmente en su artículo 2. º 
Sobre el paracular, véase L. Parejo Alfonso: «La 
autonomía local en la Consmucióm>, en S. Mu­
ñoz Machado (dir.), Tratado de Derecho Muni­
cipal, tomo!, Cívicas, 1988, pp. l 9 y ss. 

(41) Esta legislación, aunque no se integra 
propiamente en el ámbito del presente trabajo, si 
es preciso tenerlo en cuenta por las potestades 
de coordinación que pueden ser empleadas pa­
ra la estructuración de politicas autonómicas te-

rritonales. Entre otras pueden contemplarse es­
tas posibilidades en la Ley Canaria 14/1990, de 
26 de julio, reguladora de las Administraciones 
Públicas canarias o la Ley de Cataluña 8/ 1987 
15 de mayo, Ley municipal y de régimen local. 

(42) Tal es el caso de la legislación de ordena­
ción del territorio a la que se alude más adelante. 

(43) La acavidad de las Comunidades Autó­
nomas ha sido más bien reticente a este fenóme­
no, no obstante hay que tener en cuenta la Ley 
Valenciana 12/ 1986, de 31 de diciembre, de 
creación del Consell Metropolitá del Val! de l'­
Horta, o la reorganización de la Administración 
metropolitana de Barcelona realizada por Ley de 
Cataluña de 4 de abril de 1987. 

(44) Veáse, entre otras disposiciones el de­
creto de la Generahdad Valenciana 148/ 1990, 
de 3 de septiembre, sobre control de los actos y 
acuerdos de las entidades locales en materia del 
ordenamiento jurídico urbanístico. Sobre los 
problemas derivados de la compatibilidad de es­
tos controles con la autonomía local véase A . 
Fanlo Loras: Fundamentos Constitucionales de 
la Autonomía Local, CEC, Madnd, 1990, y más 
recientemente en «El control de los entes locales, 
¿Modelo cerrado? Reflexioness críucas sobre 
una dogmática consolidada», en RAP, n. 130, 
1993, pp. 171 y SS. 

(45) Ley de Asnmas de Disciplina Urbanísti­
ca, art. 6.0

, Ley de Baleares de Displina Urbanís­
tica, art. 7l ). Es necesario resaltar aqui el pnnci­
pio de sustitución general previsto en el artículo 
15 del DL Cataluña 1/ 1990, cit. 

( 46) Orden de l S de mayo de 1989 por la que 
se regula la coordinación entre las Corporac10-
nes Locales y la Administración Autónomica. 

(47) Como el previsto en la Ley del Principa­
do de Asturias 3/ 1987, de 8 de abril (artículo 
2.3) en el que se prevé la asistencia a los Munici­
pios que carezcan de servicios técnicos compe­
tentes para la realización de los informes a las li­
cencias. 

( 48) Decreto Foral 45/ 1986, de 7 de febrero. 
(49) Orden Foral 478/ 1986, de 24 de mar­

zo, dirigida a asegurar la calidad técnica y la ade­
cuación a sus finalidades por parte de los instru­
mentos de planeamiento. Esta actividad puede 
ser objeto de subvención (Orden 476/ 1986, de 
24 de marzo). 

(50) Es especialmente interesante los casos 
de la legislación balear por la que se atribuye a 
los Consells insulares el ejercicio de las compe­
tencias JUnto con las correspondientes transfe­
rencias (LBC). 

(51) Ley del Principado de Asturias 2/1991, 
de 11 de marzo, de reserva de Suelo y actuacio­
nes priontarias (LAstRSAUP) y Ley Foral 
7/ 1987, de 8 de junio de medidas de interven­
ción en matena de suelo y vivienda (LFSV), ar­
tículos 7 y ss. y Decreto Foral 345/ 1990 de 20 
de diciembre. En el mismo sentido la Ley de 
Cantabna 4/ 1992, de 24 de marzo, sobre cons-

tituc1ón de reservas regionales de suelo y otras 
actuaciones urbanísticas prioritarias (arts. 2 a 6). 

(52) LFSV, arts. 3 y ss. 
(53) U\stRSAUP, arts. 2 y 3, delimitadas por 

el Consejo die Principado. Arts. 7 y 8 la Ley de 
Cantabria 4/ 1992 (en.). 

(54) U\stRSAUP, articulos 6 a 10, en los que 
se reconoce la posibilidad de usos específicos 
(residencial, polígonos y áreas industriales, 
eqmparnientos y sistemas, o cualesquiera otros 
fines de intereses sociales respecto de las actua­
ciones prioritarias que se señalen por la Comu­
nidad Autónoma. De forma más genérica la Ley 
de Cantabria 4/ 1992 (cit.) arts. 9 a 13. 

(55) Veáse en este senndo, Ordenes Forales 
478/1986, de 24 de marzo, y 476/ 1986, de 24 
de marzo, citadas en nota anterior 

(56) Véase, fundamentalmente Navarra (Art. 
65 a 69 LFPUT) 

(57) Ley del País Vasco 9/ 1989, de 17 de no­
viembre de valoración del suelo de la Comuni­
dad Autónoma del País Vasco y del régimen de 
expropiaciones urbanlsticas y valoraciones pre­
vistas en la legislación foral Navarra, arts. 19 y ss. 

(58) En este senndo el Decreto Foral 
152/ 1991, de 18 de abril por el que se regulan 
las condiciones urbanística y ambientales para la 
implarac1ón de campamentos de turismo en 
Suelo no urbanizable y el Decreto Foral 
163/ 1991, de 23 de abril por el que se regula el 
procedimiento para la implantación en suelo ur­
bano o urbanizables de industrias o acovidades 
terciarias, Ley Foral 182/ 1992, de 30 de marzo 
por el que se regulan las condiciones territona­
les y urbanísticas para la implantación de cam­
pos de golf en el ámbito de la Comunidad Foral 
de Navarra. 

(59) Decreto Balear 38/ 1987, de 4 de jumo 
sobre recepción de urbanización por Ayunta­
mientos. 

(60) Ley Canaria 6/ 1987, de 7 de abril, sobre 
el sistema de actuación diferida. 

(61) Artículos 15 a 28 LFSV. 
(62) U\stMR, citada 
(63) Ley del Principado de Asturias 3/1987, 

de 8 de abril (U\stDU); Ley de las lslas Baleares 
10/1990, de 23 de octubre de Disciplina Urba­
nística, modificada por la Ley de las Islas Balea­
res 2/ 1992, de 6 de mayo (UBDU). Ley de Ca­
nanas 7/1 990, de 14 de mayo de disciplina ur­
banísnca y territorial (LCanDU). 

(64) Por todos, E. García de Enterria y L. Pa­
rejo: Lecciones ... , cit. 

(65) En este sentido la Exposición de Mouvos 
de la Ley 8/ 1990, de 25 de julio. 

(66) LAstDU, arts. l y ss. arts. 1 y 2 UBDU; 
arts 3 y ss. LCanDU; arts. 12 y ss. de la Ley de 
Murcia de Disciplina Urbanística (cit.). 

(67) U\stDU, arts. l.; arrs. l y 2 UBDU, art. 3 
-en el que con carácter general, sm embargo, se 
excluyen de licencias las acnvidades autonómi­
cas de construcción de infraestructuras y equi­
pamientos- LCanDU. Articulas 16 al 18 de la 

45 



46 

Ley de Madrid 4/ 1984. Ley de la Región de Mur­
cia 12/ 1986, de 20 de diciembre, sobre protec­
ción de la legalidad urbanística, ans. 12 a 23. 

(68) LAstDU, ans_ 2 y 4; arts_ 3 a 9 LIBDU, 
arts. 7 a 11 LCanDU; articulo 20 de la ley de Ma­
drid 4/1984. 

(69) l.AstDU, art. 3 en el que se prevé el deber 
de comunicación a la Comunidad Autónoma del 
acto de concesión de la licencia, pudiendo la 
Consejería requerir a la Corporación que la hu­
biera otorgado con infracción de la legalidad. 

(70) En Madrid, por ejemplo, se contienen 
previsiones específicas para las acruac1ones de 
iniciativa privada, de las acruaciones en suelo no 
urbanizable Ley de Madrid de 4/1984, de 10 de 
febrero, de medidas de disciplina urbanistica (ti­
rulos 1 y 11). 

(71) Artículos 2.5 y 5 y ss LAstDU, ans. 61 
LIBDU. Ley de Canarias 3/1985, de 29 de julio 
de medidas urgentes en materia de urbanismo y 
protección de la naturaleza. Ley de Madrid 
4/ 1984 citada. Arúculos 25 a 34 de la Ley de 
Murcia 12/ 1986. 

(72) LAstDU, ans 5 y SS. 

(73) Arts. 12 a 14 LAstDU; arts.65 y ss. LIB­
DU. Ley de Murcia 12/1986, arts. 35 y ss. 

(74) Arts. 15 a 21 LAstDU; arts. 25 y ss. LlB­
DU; artículos 37 y ss. de la Ley de Madrid 
4/1984. Ans. 1 a 4 Ley de Murcia 12/ 1986. Por 
el contrario la Comunidad Autónoma de Valen­
cia se ha limitado a adaptar las cuantlas de las 
multas previstas en la leg1slac1ón urbanística 
(Decreto 36/ 1992, de marzo). 

(75) Ley de las lslas Baleares 8/ 1988, de l de 
julio sobre edificios e instalaciones de fuera de 
ordenación, dirigida fundamentalmente a deter­
minar las s1ruaciones en las que se procede esta 
declaración, que abarca no sólo a las edificaciones 
que resulten desacordes con el nuevo planea­
miento y respecto de los que se establece la car­
ga al planeamiento de especificar de forma pre­
cisa su extensión, como aquellas edificaciones 
que habiéndose construido en contra de la or­
denación urbanística y que haya transcurrido 
los 4 años de prescripción y Decreto Balea r 
159/1989, de 28 de diciembre, sobre adapta­
ción de los planes generales de ordenación ur­
bana y de las normas subsidiarias y comple­
mentarias a la Ley 8/1988, de 1 de jubo sobre 
edificios e instalaciones fuera de ordenación. 

(76) Así hay que interpretar el Sistema de ac­
tuación de urbanización diferida, prevista por la 
Ley Canaria 6/ 198 7, de 7 de abril. 

(77) Es de destacar las medidas denominadas 
preventivas recogidas en la legislación canaria y 
que procuran la coordinación entre legislación 
urbanística y registro (arts. 13 y ss. LCanDu). En 
análogo sentido pueden siruarse las disposicio­
nes contenidas en el Decreto Foral 191/ 1988, de 
23 de jumo, artículos 5 a 11 Ley 12/ 1986. 

(78) Arts. 22 y ss. LAstDU; arts. 20 y ss. LIB­
DU; arts. 32 y ss. Ley de Madrid 4/ 1984. Arts. 
24 y ss. de la Ley de Murcia 12/1986. 

(79) Esta 1mportanc1a se derivaría de: a) la 
desnaruralizac1ón de la acción sobre este suelo a 
la vista debido a la generalización de las autori­
zac10nes, supuestamente excepcionales, para 
usos edificatorios no vinculados al destino lógi­
co de este tipo de suelo (industria, equipamien­
tos comerciales, etc.), pero que requieren para 
su implantación características como las exis­
tentes en el suelo no urban1zable; b) la ausencia 
de un estaruro urbanístico específico, lo que re­
duce la imposibilidad del establec1m1ento de 
cargas urbanisucas (fundamentalmente, las de­
nvadas de la equidistribución) y e) las tensiones 
económicas derivadas de las fuertes plusvalias 
que se producen con su incorporación al proce­
so de urbanización. 

(80) Artlculos 15, 16 y 17 del Texto refundi­
do de la Ley del Suelo de 1992. Realmente más 
que un estaruto específico, la legislación estatal 
se remite a la autonómica para la configuración 
de este régimen juríd ico. 

(81) Artlculos 148.l.l 7 y 149.1.23 CE. Sobre 
el sistema de distribución de competencias véa­
se lo indicado en nota anterior. 

(82) Por ello no es raro que, inicialmente, la 
politica de ordenación del termorio se haya cen­
trado en la regulación de este tipo de suelo, co­
mo más adelante se indicará. Sobre los límites de 
esta potestad, véase, recientemente, F. López Ra­
món: «Urbamsmo municipal y ordenación del 
terrirorio», REDA, n. 0 82, pp. 202 y ss. 

(83) Categorías éstas que pueden deducirse 
los artículos 15 y l 7 del vigente texto refundido 
de la Ley del Suelo. 

(84) Art. 2 LAstMR, Ley Canaria 5/ 1987, de 
7 de abril, de ordenación urbanística del suelo 
rústico. (LCanOUSR), artículo 8. En Navarra: 
Espacios nacional de interés, suelo forestal, sue­
lo de alta productividad agrícola y ganadera, 
suelo de mediana productividad agrícola y gana­
dera, suelo genérico, y suelo de afecciones espe­
ciales (are. 5 Ley Foral 6/ 1987, de 10 de abril de 
normas regionales para la protección y uso del 
termorio LFPUT). Igualmente, dentro de esta 
Comunidad foral se establece una regulación de 
los núcleos de población y de su crecimiento, en 
la medida en que dichos núcleos significan el ne­
garivo de la acción sobre el suelo no urbanizable 
(Titulo 11 de la LFPUT). 

(85) Are. 3 LAstMR; ares. 5 a 10 LCanOUSR, 
artículos 15 y ss., en relación con el 4 y 8 a 13 
LFPUT. 

(86) LAstMR, arts. 11a13. arts. 11y12 LCa­
nOUSR, en la que se prevé un sistema muy íle­
xible de autonzación de usos que pueden, inclu­
so, permitir la autorización de usos incompati­
bles. Navarra ofrece una ordenación más 
completa en cuanto que la legislación navarra es­
tablece un sistema específico de autorización y 
control, con el correspondiente régimen sancio­
nador y restitutorio (articulas 31 a 38 LFPUT). 

(87) LAstMR, arts. 7 a 10. 
(88) Ares. 14 y 15 LAstMR. 
(89) Sobre el contenido de esta Ley, véase L. 

Parejo Alfonso: «El régimen del suelo no urbani­
zable en la Ley Valenciana 4/1992, de 4 de ju­
mo», RDU pp. 49 y ss. 

(90) No podemos abordar aquí la exposición 
detallada de la citada ley, que viene a recoger las 
peculiaridades establecidas en las Leyes de Cata­
luña 9/1981, de 18 de noviembre sobre protec­
ción de la legalidad urbanlstica, 3/ 1984, de 9 de 
enero, de medidas de adecuación del ordena­
miento urbanistico en Cataluña, y que incorpo­
ra medidas legislativas semejantes a las que se 
han aludido hasta este momento en el resto de 
las legislaciones autonómicas, de las que en mu­
chos casos ha servido de modelo. 

(91) Citada. 
(92) Véase lo indicado en el apartado siguien­

te. 
(93) Artículos 38 y ss. Ley de Galicia última 

citada. 
(94) Resultan especialmente interesantes las 

soluciones contenidas en los anteproyectos de 
leyes valencianas (sobre los criterios que inspi­
ran dicha reforma, véase ~Necesidad y oporru­
mdad de una v1s1ón alternativa al tratamiento le­
gal del proceso urbanlstico», en Ciudad y Territo­
rio-Estudios Territoriales (95-96), 1993, pp. 87 
y ss.) y la de la Comunidad de Madrid (que ha si­
do objeto de difusión por la Dirección General 
de Planificación Urbanísuca y Concertación: 
Proyecto de Ley de medidas de política territo­
no, suelo y urbanismo de la Comunidad Autó­
noma de Madrid, Madrid, junio de 1994 ). 

(95) Véase la bibliografía citada en nota ante­
nor. 

(96) Sobre esta pos1c1ón véase los planea­
mientos críucos de F. López Ramón: «En bus­
ca ... », cit. pp. 350 y ss. Las Comunidades Autó­
nomas abordan este cometido desde diversas 
perspectivas, siendo una de las formulaciones 
más concretas, la prevista en la legislación de la 
Comunidad Autónoma de Madrid (artículo L º 
de la Ley de Madrid l O/ 1984, de 30 de mayo de 
Ordenación Territorial de la Comunidad Autó­
noma de Madnd, modificada por la Ley de Ma­
drid 3/ 1989, de 16 de marzo - LMOT-, sobre 
el sistema de Ordenación territorial véase J. M. 
Ezquiaga Dominguez: «Madrid: Nuevos instru­
mentos de polrtica Territorial» en Ciudad y Te­
rritorio - Estudios Territoriales , n. 0 95-96, 1993, 
pp. 107 y ss.). Igualmente, véanse los plantea­
mientos derivados del Pacto sobre el terntorio 
promovido por el Gobierno Canario (Consejerla 
de Política Territorial del Gobierno de Canarias: 
•la necesidad de lograr un pacto sobre el terri­
t0rio», Ciudad y Territorio y Estudios Temtoriales, 
n.o 95-96, 1993, pp. 53 y SS. 

(97) Singularmente las de competencia de la 
propia Comunidad Autónoma. 

(98) Véase por todas, los arciculos 5 y ss. de la 
Ley Foral 12/ 1986, de 11 de noviembre de or-



denac1ón del territorio, modificada por la Ley 
Foral 5/ 199 2, de 14 de abril (LFOT), en los que 
la Ordenación del Termono se configura como 
la politica d irigida a establecer la regulación , con 
carácter general de protección de Jos recursos 
naturales y suelo no urbanizablc, y control sobre 
el desarrollo urbano. Véase también, respecto a 
la Ordenación del Territorio de la Comunidad 
Foral de Navarra, L. Zarraluqu1 O n igosa «Ob1e­
nvos e instrumentos de Política Territorial y Ur­
banística de la Comunidad Foral de Navarra», en 
Ciudad y Territorio - Estudios Territoriales, n.0 

95-96, 1993, pp. 123 y SS. 

(99) Tal es el caso de los Planes insulares de 
Canarias, creados y regulados por la Ley de Ca­
nan as 1/1987, de l 3 de marzo 

(100) Artículo 8 y 9 de la LMOT, entendidas 
como instrumento de definición del marco para 
la fo rmulación de politicas sectoriales relaciona­
das con el uso del territorio, su promoción y 
propuesta de acnv1dades a realizar conjunta­
mente con otras Administraciones PúbTicas. 

(101 ) Estos instrumentos reciben el nombre 
de Directrices de Ordenación Termorial del País 
Vasco, ans. 27 y ss. Ley Foral 12/ l 986, del l de 
noviembre de ordenación del territorio, modifi­
cada por la Ley Foral 5/ l 992, de 14 de abril 
(LFOT). 

(102) Ley de las Islas Baleares 8/1987, de 1 
de abril, arts. l O y ss. 

( l 03) Ley de Aragón 11/ 1992, de 24 de no­
viembre, normas reguladoras de la ordenación 
del territorio, articulas 1 7 y ss. 

(104) Art. 4 Ley de Principado de Asturias 
1 / 1987, de 30 de marzo, como instrumento que 
recoge los fines y objetivos de la políuca termo­
rial del principado, que pueden ser Direcmces 
Generales de Ordenación Territorial, Directrices 
Subregionales de Ordenación Territorial, y Di­
rectrices Sectoriales de Ordenación del territorio. 

(105) Análogo sistema prevé la Ley de Can­
tabria 7 / 1990, de 30 de marzo de Ordenación 
Territorial, en el que se establecen como instru­
mentos de realización de esta política, las Direc­
trices de O rdenación territoriales (que pueden 
ser Regionales o Comarcales). 

(! 06) Ley de Cataluña 223/ 1983, de 21 de 
noviembre de Polinca Territorial cuya función, 
es procurar el equ11ibno territorial de Cataluña y 
las estrategias de actuación sobre el territorio. 

( 107) Ley de Canarias 1/ 1987, de 13 de 
marzo de creación y regulación de Planes Insu­
lares de Ordenación. 

(l 08) Con caracteres de verdadera planifica­
ción estratégica, artículos 6 y ss. de la Ley 1/ 1994, 
de 11 de enero de Ordenación del Territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

(109) Se denominan Planes Territoriales Par­
ciales, en Cataluña -de ámbito territorialmente 
más delimitado, y amculado sobre Ja base de la 
división comarcal y que desarrolla una función 

de protección de los espacios naturales y Ja d i­
rección de la planificación urbanística (su regu­
lación, se encuentra contenida en el capítulo W 
de la Ley de Cataluña 23/ l 983, cit) -País Vas­
co- Ley 4/ 1990, de 31 de mayo de Ordenación 
del Territono del País Vasco. 

(110) Véase nota anterior. 
(111) Ley de Aragón 11 /92, artículos 26 y ss. 
(112) Arts. 10 y ss. de la Ley de Andalucía 

1/ l 994, citada. 
(113) Ley Balear 8/1987, cit. arts. 16 y ss. 
(114) Artículos 23 y ss. LMOT 
( 1 l 5) Estos son insmtmentos dirigidos a la 

previsión de las actuaciones territoriales de los 
diferentes Departament0s de la Generalidad 
(arts. 17 a 19 Ley de Cataluña 23/1983, rn.) y 
Ley 4/ 1990, de 31 de mayo de Ordenación del 
Temtono del País Vasco. 

( l l 6) Como instrumentos en los que se reco­
gen la actuación de los Departamentos del Pnn­
c1 pado (arts. 12 a 18 de la Ley de Asturias 
J / 1987), citada. 

(117) Ans. 22 y ss. LFOT. 
( 11 8) Arts. 30 y ss. de la Ley de Aragón 

j 1/ 1994. 
(119) Ley Balear8/ 1987, rn. arts. 20 y ss 
( 120) Arts. 5 y ss. de la LFOT. 
(121 ) Arts 14yss. LFOT. 
(122) Arrs. 9 a 13 LOFT cuya función es la or­

denación y protección de ámbitos deten111naJos 
y delimitados en los mismos. 

(123) Ley Balear 8/1987, cit. arts. 26 y ss 
(124) Como instrumentos en los que se reco­

gen la actuación de los Departamentos del Prin­
c1 pado (arts. 12 a 18 de la Ley de Asturias 
1/1987), rnada. 

(125) Artículos 15 a 22 LMOT, cuya función 
es prever con carácter anual o plurianual las ac­
tuaciones que sobre el termono pretendan 
abordar las Administraciones Públicas. 

(126) Dirigidos a prever las actuaciones de 
este upo de responsabilidad de la junta de An­
daluda (articulo 5 2 Ley de Andalucía l / 1994, 
Cit.). 

(127) An. 8 Ley del País Vasco 4/1990, de 3 l 
de mayo, de Ordenación del Territorio. 

(128) Arts. 32 a 34 LFOT. 
(129) Ley País Vasco 4/ 1990, de 31 de mayo, 

ans. 24 y ss. en los que se prevé el mforme pre­
cepnvo de la Comisión de Ordenación del Te­
rmono en el procedimiento de aprobación del 
planeamiento urbanístico municipal, que podrá 
se r vinculante, en caso de discordancia entre las 
determmac1ones de la Ordenación Termorial y 
las del planeamiento urbanístico informado. 

(l 30) Ley de Aragón 1 1/ l 992, citada. 
( 131 ) En este sentido las DOT sm perju1c10 de 

la posibilidad de plasmac1ón en normas de apli­
cación directa, se prevé la posibilidad de una efi­
cacia mdirecta a través de otras figuras de planea­
miento, respecto de las que se proyectarán con 
una eficacia excluyente, a!ternanva u orientativa 
Esta última eficacia es la general cuando las de-

terminaciones de Ja DOT se refieren al suelo cla­
sificado como urbano o urbanizable programado. 

(132) Arts. 20 y ss. de la Ley de Cataluña 
23/ 1983, cit. 

(133) Buena prueba de ello es el Plan Director 
de lnfraesrructuras (Mm1sterio de Obras Públi­
cas, Transportes y Medio Ambiente: Plan Direc­
tor de Infraestructuras. Documento aprobado 
por acuerdo del Consejo de Ministros de 4 de­
marzo de 1994. Madrid, MOTPMA, 1994). 

(134) Artículo 244 del vigente Texto refundi­
do de la Ley del Suelo. 

(135) Esta solución, es también la utilizada 
por la Ley de Asturias 1/1987, citada, artículo 
31, y SS. 

( 136 ) Articulo 44 de la Ley de Murcia 
4/ 1992, de 30 de julio, citada. 

(137) Véase Jo mdicado al imcio del presen­
te trabajo. 

(138) Esta concentración en el aspecto finan­
ciero ha llevado a la práctica inoperatividad de 
los medios de control sobre el uso y transmisión 
de tales viviendas. 

( 139) El Tribunal Consntuc1onal ha declara­
do, al respecto que: «Por lo que se refiere al sub­
scctor económico de la v1V1enda, no cabe duda 
de que puede ser comprendida en la competen­
cia del Estado a que se refiere el art. 149.1.13. ª 
de la Consmución, la planificación básica de de­
tcrmmadas actuaciones de construcción y reha­
bilitación de viviendas de protección oficial, lo 
que jusnfica la regulación por el Estado de los 
correspondientes instrumentos de financiación 
en el ámbito definido como tal, ya que con ello 
se trata de asegurar el mantenimiento de unas 
inversiones fundamentales desde el punto de 
vista de la política económica general que, en 
otro caso, se revelarla difícilmente viable». STC 
152/ 1988, de 20 juho 1988. 

(140) Véase normativa citada en 32. 
(141) En este sentido, puede consultarse la 

Ley 2/ 1993, de 13 de diciembre de enajenación 
de las viviendas patrimoniales de la Comunidad 
Autónoma. 

(142) Ley de Asturias 2/1991, de 11 de mar­
zo, cit. artículos 4 y 5. 

(143) Ley de Cantabria 4 / 1992, de 24 de 
marzo, arts. 2 a 6. 

(144) Ley de Asturias 2/ 1991 , de 11 de mar­
zo, cit. artículos 2 y 3. 

(145) Ley de Cantabria 4/ 1992, de 24 de 
marzo, citada, ans. 7 y 8. 

(146) Ley de Asturias 2/ 1991, de 11 de mar­
zo, cit. artículo 10.a) 

(14 7) Ley de Cantabria 4/ 1992, de 24 de 
marzo, citada, art. 13.a). 

(148) Modificadas por las Leyes Forales 
8/1990, de 13 de noviembre, y 4/ 1992, de 14 
de abril 

(149) Articulas 3 a 6 de la Ley Foral 7 / 1987, 
Cit. 

(150) Artículos 15 y ss. Ley Foral 7/1987, 
cit. 
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( 151) Artlculos 7 y ss. de la Ley Foral 
7/ 1987, cit. 

(152) Artlculos 42 y ss. de la Ley Foral 
7/ 1987, cit. 

(153) Ley del País Vasco 7/ 1988, de 15 de 
abril. 

(154) Orden de 15 de junio modificada el 8 
de mayo de 1988. 

(155) Ley de Canarias 11 / 1989, de 13 de ju­
lio por la que se regula las actuaciones de las Ad­
ministraciones Públicas de Canarias en materia 
de vivienda. 

( 156) Arúculos 7 de la Ley de Canarias. 
(157) Artículos 2 a 6 de la Ley Canaria 

11/1989, de 13 de julio. 

Abreviaturas 

CE: Constitución Española. 
CEC: Centro de Estudios Constitucionales. 
E: Estatuto 
EAC: Estatuto de Autonomía de Cataluña. 
FJ . Fundamemo jurldico. 
LAstDU: Ley del Principado de Astunas 3/ 1987. 
de Disciplina Urbanlstica. 
LAstMR: Ley del Principado de Asturias 6/ 1990, 
sobre edificación y usos en el medio rural. 
LAstRSAUP: Ley del Principado de Asturias 
2/ 1991, de reserva de suelo y actuaciones prio­
ritarias. 
LCanDU: Ley de Canarias 9/ 1990, de disciplina 
urbanística y territorial. 
LCauOUSR: Ley de Cananas 5/1987, de orde­
nación urbanlsnca del suelo rúsLico. 
LFOT: Ley Foral 5/ l 992, de o rdenación del te­
rritorio. 
LFPUT: Ley Foral 6/ 1987, de normas regionales 
para la protección y uso del termorio. 
LFSV: Ley Foral 7/1987, de medidas de inter­
vención en materia de suelo y vivienda. 
LLBDU: Ley de las Islas Baleares 2/ 1992, de Dis­
ciplina Urbanlstica 
LMOT: Ley de Madnd 3/ 1989, sobre el SlStema 
de ordenación territorial. 
LO: Ley Orgánica. 
RAI,. Revista de Administración Pública. 
RDU: Revista de Derecho Urbanístico. 
REDA: Revista Española de Derecho Urbanlsri­
co. 
STC: Semenc1as del Tribunal Constitucional. 
TRLS: Texto Refundido de Ja Ley sobre el Régi­
men del Suelo y Ordenación Urbana. 
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